
ACTA SESIÓN ORDINARIA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL DE 04.09.2024

En el municipio de Almuñécar, y en la Sala de Juntas, siendo las 
nueve horas del día cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, se 
reúne  la  Junta  de  Gobierno  Local,  en  sesión  ordinaria,  primera 
convocatoria bajo la presidencia del Sr. Alcalde Juan José Ruíz Joya 
y los concejales designados miembros de la Junta de Gobierno Local, 
Rafael Caballero Jiménez, Dª Mª Carmen Reinoso Herrero, Dª. Beatriz 
González  Orce,  D.  Alberto  Manuel  García  Gilabert,  D.  Francisco 
Javier García Fernández, D. Francisco Miguel Rodríguez Rodríguez, D. 
Luis Francisco Aragón Olivares y Dª María del Carmen Martín Orce 
asistidos  por  la  Secretaria  Dª.  Anaïs  Ruíz  Serrano  y  por  la 
Interventora Accidental Dª. Silvia Justo González.

También asisten los corporativos D. María Lucía González López y 
D. Carlos Enrique Ferrón Calabuig.

Previa la comprobación de quórum, por la Presidencia se abre la 
sesión, iniciando la discusión y votación de los asuntos integrantes 
del Orden del día.

1º.- Aprobación del acta de la sesión ordinaria de 28.08.2024;
Se da cuenta del borrador de referencia siendo aprobada el acta por 
unanimidad de los asistentes.

2º.- Expediente 5690/2018; Expediente de Contratación, imposición 
penalidades al contrato mixto de concesión de los servicios de reco-
gida y transporte de RSU, limpieza viaria y Playas.

Se da cuenta de la propuesta de informe del Director del servicio de 
Contratación, siguiente:

Informe  sobre  imposición  de  penalidades  en  relación  al  contrato 
mixto de concesión de los servicios de recogida y transporte de 
residuos sólidos urbanos, limpieza viaria y de playas del Municipio 
de Almuñécar.

Visto  escrito  de  fecha  27.03.2024,  registro  de  entrada  3419, 
presentado por D.  XXXX, (XXXX), actuando en representación de la 
empresa FCC MEDIO AMBIENTE S.A.,  con CIF XXXX y correo electrónico 
a efectos de notificación  notifica@fcc.es ,  solicitando que a la 
vista  de  las  alegaciones  presentadas  y  documentos  adjuntos,  sea 
admitido, y, previas las actuaciones oportunas declare que no existe 
un  incumplimiento  imputable  a  FCCMA que  sea  susceptible  de  ser 
penalizado,  y  archive  el  expediente  o,  subsidiariamente,  que  se 
gradúe  la  sanción  impuesta  atendiendo  a  las  circunstancias 
concurrentes.

ANTECEDENTES.-

Primero.  - Los pliegos de cláusulas administrativas particulares y 
de  prescripciones  técnicas  fueron  aprobados  por  acuerdo  del 
ayuntamiento Pleno de fecha  10 de septiembre de 2018, y formalizado 
el  contrato mixto  de  concesión  de  los  servicios  de  recogida  y 
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transporte de residuos sólidos urbanos, limpieza viaria y de playas 
del Municipio de Almuñécar, en fecha 21 de mayo de 2019 .

Segundo. – En fecha 05.03.2024 se otorgó plazo de audiencia de  10 
días hábiles al adjudicatario (FCC MEDIO AMBIENTE S.A.), en relación 
al  inicio  de  apertura  de  Expediente  de  penalidades  por 
incumplimientos del contrato de concesión de servicios y contrato de 
servicios  de  recogida  y  transporte  de  residuos  sólidos  urbanos, 
limpieza  viaria  y  de  playas  del  municipio  de  Almuñécar.  Expte. 
38/2018  –  Gestiona  5690/2018.,  para  consultar  el  expediente  y 
presentar cuantas alegaciones estimara oportunas en defensa de sus 
intereses. 

Tercero. – En fecha 14.03.2024, con registro de entrada 2024-E-RE-
3011,  por  D.  XXXX,  en  representación  de  la  empresa  FCC  MEDIO 
AMBIENTE S.A.U., con CIF: XXXX, se solicita  ampliación de 5 días 
adicionales  al  plazo  inicialmente  concedido  por  el  Órgano  de 
Contratación,  ampliación  que  fue  acordada  mediante  resolución  de 
alcaldía de fecha 15.03.2024.

Cuarto. - En fecha 27.03.2024, se presentó escrito de alegaciones, 
dividido en cinco apartados, denominados del siguiente modo, y en 
los  que  resumidamente  se  viene  a  formular  las  siguientes 
alegaciones: 

1) Objeto del expediente.

a. Descripción de los incumplimientos tipificados como leves 
según la cláusula 21 del PCA.

b. Establecimiento  -de  forma  completamente  errónea-  de  una 
“tabla de sanciones” proponiendo por un lado penalidades, y 
por otro, descuentos derivados de dichos incumplimientos.

c. Ni  la  imposición  de  penalidades  ni  la  aplicación  de 
descuentos tienen soporte legal alguno.

d. Se hace referencia al importe de 122.463,42 €, desglosando 
la cantidad de 48.000 € correspondientes a penalidades y la 
cantidad de 74.436 € a los “descuentos”

2) Informe  de  auditoria  en  el  que  se  basa  el  inicio  del 
expediente.

a. Se alude en dicho apartado al informe de auditoría donde se 
fundamentan  los  presuntos  incumplimientos,  abarcando  un 
periodo del 1.06.2022 hasta el 31.05.2023, añadiendo que 
los “informes diarios”, no han sido aportados al presente 
expediente,  hecho  que  daría  lugar  a  la  indefensión  de 
FCCMA.

b. El informe de auditoría no establece que hayan existido 
incumplimientos y entiende el alegante que dicho informe 
tiene un carácter sesgado.

c. Por  otro  lado,  se  afirma  que  a  cada  incumplimiento  se 
asigna una “sanción” que tiene cierta cobertura en el PCAP, 
y un “descuento”, que no tiene cobertura legal alguna.



d. Con  respecto  al  cuadro  resumen  de  incumplimientos,  cabe 
destacar, por un lado, que en relación con las penalidades 

no se motiva la graduación de la infracción, y por otro, en 
relación a los descuentos, tampoco se encuentran motivados, 
al carecer de cobertura contractual alguna.

3) Ausencia de motivación en la cuantificación de la penalidad.

a. Tanto el trámite de audiencia como los informes en los que 
se apoya carecen de la motivación suficiente exigible en el 
art.  35.1  de  la  Ley  39/2015  de  Procedimiento 
Administrativo.

b. Señalan que la motivación de los actos administrativos no 
es  más  que  la  exteriorización  de  las  razones  que  la 
Administración ha tenido para adoptar una resolución. Su 
exigencia  es  consecuencia  de  la  prohibición  de 
arbitrariedad de los poderes públicos.

c. Se aporta en este sentido la reiterada jurisprudencia del 
Tribunal Supremo.

d. Se reitera la obligación de motivación y se señala que no 
podemos hablar de incumplimientos contractuales sin que se 
motiven o justifiquen los mismos.

e. Se vuelve a incidir reiteradamente en la misma cuestión, 
añadiendo que resulta evidente que el trámite de audiencia 
y el informe de auditoria incurren en una evidente falta de 
motivación.

f. En definitiva, en los siguientes puntos de este apartado se 
vuelve a incidir en que los incumplimientos son de carácter 
leve,  que  no  se  ponen  de  manifiesto  los  elementos  que 
concurren para la graduación de las penalidades, que los 
incumplimientos  leves  han  de  dar  lugar  únicamente  a 
apercibimiento cuando no exista reincidencia y por tanto no 
cabe imponer penalidad alguna, y asimismo, queda probada la 
no concurrencia de la reincidencia en la comisión de los 
incumplimientos, por lo que la única penalidad que cabría 
imponerse sería la de apercibimiento.

4) Los  descuentos  propuestos  no  tienen  cobertura  contractual. 
Desproporcionalidad manifiesta.

a. El  PCA  no  recoge  ningún  procedimiento  para  detraer  o 
descontar cuantías de la facturación de FCCMA basándose en 
la existencia de incumplimientos contractuales.

b. El PCAP es la ley particular del contrato y obliga tanto al 
contratista  como  a  la  Administración,  quienes  han  de 
atenerse a sus propios términos.

c. Las penalidades contractuales no pueden ser objeto de una 
interpretación  extensiva  así  se  afirma  en  abundante 
doctrina que las cláusulas penales tienen que ser objeto de 
interpretación restrictiva.



d. Sólo  se  pueden  penalizar  los  incumplimientos  que  estén 
definidos  en  los  pliegos  como  susceptibles  de  ser 
penalizados.

e. Las penalidades deberán ser proporcionales a la gravedad 
del incumplimiento y en el presente caso no guardan la 
debida proporcionalidad con los hechos imputados.

f. Como conclusión se afirma que la propuesta de descuentos no 
debe proceder debido a no tener ningún soporte contractual 
en el PCA regulador del contrato, no cabe realizar una 
interpretación  extensiva  de  las  cláusulas  penales  y  son 
contrarios al principio de proporcionalidad.

5) No existe un incumplimiento contractual imputable a FFCMA.

a. En  ningún  caso  resulta  procedente  la  imposición  de 
penalidad  alguna,  por  no  concurrir  los  presupuestos 
necesarios para ello.

b. FCCMA ha actuado velando por cumplir diligentemente con sus 
obligaciones como contratista

c. FCCMA  ha  realizado  los  servicios  de  conformidad  con  lo 
previsto en el Contrato, su oferta y las indicaciones dadas 
por la propia administración.

d. De la lectura del informe sobre incumplimientos se debe 
concluir que no corresponde la imposición de ningún tipo de 
penalidad.

e. En el caso concreto del actual servicio no es necesaria ni 
procede la imposición de ninguna penalidad puesto que FCC 
se encuentra prestando los servicios de manera correcta y 
conforme a las obligaciones impuestas por la documentación 
contractual.

f. No  debe  confundirse  la  naturaleza  jurídica  de  las 
penalidades con la de las sanciones Administrativas.

g. En consecuencia, la imposición de penalidades resulta del 
todo  improcedente  y  contraria  a  Derecho,  pues  no  puede 
argumentarse su finalidad coercitiva, ni justificar que su 
imposición  sea  necesaria  para  la  correcta  ejecución  del 
contrato.

Solicitando  finalmente  que  se  declara  la  inexistencia  de 
incumplimiento  imputable  a  FCCMA  que  sea  susceptible  de  ser 
penalizado,  y  archive  el  expediente  o,  subsidiariamente,  que  se 
gradúe  la  sanción  impuesta  atendiendo  a  las  circunstancias 
concurrentes, procediendo únicamente al apercibimiento.

Quinto. - En fecha 26.08.2024, se emite informe por el Jefe del 
Servicio de Medio Ambiente, Responsable del Contrato, en respuesta a 
las alegaciones presentadas por la adjudicataria FCC MEDIO AMBIENTE, 
relativo  a  los  posibles  incumplimientos  del  contrato  durante  el 
periodo que comprende 01/06/2022 al 31/08/2023, que se transcribe en 
su integridad a continuación:

Jesús Ruiz Alvarez, Biólogo Municipal, en relación al contrato 
existente del “SERVICIO DE RECOGIDA Y TRANSPORTE DE RESIDUOS SÓLIDOS 
URBANOS, LIMPIEZA VIARIA Y DE PLAYAS”, y concretamente en respuesta 



a  las  alegaciones  presentadas  por  la  adjudicataria  FCC  MEDIO 
AMBIENTE, S.L. al informe realizado por el que suscribe, relativo a 
los posibles incumplimientos del contrato durante el periodo que 
comprende 01/06/2022 al 31/08/2023, INFORMO:

 - Que, evaluadas las alegaciones presentadas por la interesada, no 
se estiman las mismas, pasándose a continuación a justificar la no 
aceptación. Una vez llevado a cabo la revisión de las alegaciones y 
en consonancia con la Auditoría realizada por la empresa externa de 
fiscalización e informe emitido por dicha empresa, se realiza la 
respuesta pormenorizada a dicho informe de alegación: 

PRIMERA. OBJETO DEL EXPEDIENTE 

1. AFIRMACIÓN DE LA ADJUDICATARIA (en cada apartado se recoge la 
afirmación de la adjudicataria y la respuesta a lo afirmado por la 
misma).FCCMA  es  adjudicataria  del  Contrato  que  licitó  el 
Ayuntamiento de Almuñécar.

Respuesta: 
A. Este contrato fue adjudicado a la empresa FCC mediante la suma 
habitual de la puntuación obtenida por juicios de valor y criterios 
automáticos. La empresa obtuvo una mejor puntuación respecto a otras 
propuestas en base a la propuesta de gestión de medios humanos y 
materiales y del contenido y compromisos de toda su oferta. Parte de 
esos compromisos son los que, en algunos aspectos, no están siendo 
cumplidos. 

2. El objeto del expediente es la posible imposición de penalidades 
a  FCCMA  por  el  (supuesto)  incumplimiento  de  las  obligaciones 
asumidas bajo el Contrato. En particular, se achaca a FCCMA haber 
cometido los siguientes incumplimientos tipificados como leves en la 
cláusula  21  del  Pliego  de  Condiciones  Administrativas  (PCA)  del 
Contrato y consisten en lo siguiente: 

• Incumplimiento en la frecuencia de recogida de la fracción 
resto, envases, papelcartón. 

• Incumplimiento en el mantenimiento de los contenedores. 
• Incumplimiento en la limpieza de papeleras.
• Incumplimiento en la limpieza de pintadas. • Incumplimiento en 

el uso de materiales como telefonía, PRL y formación del personal. 
• Incumplimiento en la dotación de cuartelillo de La Herradura. 
• Incumplimiento en el calibrado del pesaje y funcionamiento de 

volumétricos. 

Respuesta: 
B. Se trata, en todo caso, de la continuidad en la reclamación ab 
initio  de  este  Ayuntamiento  de  los  compromisos  de  la  oferta 
presentada en todos sus términos. 

3. Asimismo, en el Trámite de Audiencia se establece – de forma 
completamente  errónea  –  una  “tabla  de  sanciones”  de  los 
incumplimientos donde se propone: (i) por un lado, la aplicación de 
una  “sanción”  o  penalidad;  y  (ii)  por  otro  lado,  un  descuento 
derivado de dichos incumplimientos.

Respuesta: 
C. En todos los casos se han aplicado criterios de proporcionalidad 
en base al contenido del PCAP. De la misma manera, todos estos 
aspectos son conocidos por la empresa, los responsables políticos y 



este  responsable  del  Contrato  a  lo  largo  de  las  innumerables 
reuniones mantenidas en estos primeros cuatro años. 

4. Tal y como desarrollaremos en este escrito, ni la imposición de 
las penalidades o sanciones ni la aplicación de los descuentos tiene 
soporte contractual – y, por tanto legal – o fáctico alguno.

Respuesta:
D. Como en el punto anterior, en todos los casos se han aplicado 
criterios de proporcionalidad en base al contenido del PCAP. La 
empresa es, además, conocedora de las diversas situaciones que se 
han ido repitiendo en las muchas reuniones celebradas con diversas 
personas  del  Ayuntamiento,  la  empresa  de  control  y  FCC  medio 
Ambiente. 

5. Tal y como indica el Trámite de Audiencia (víd. Pág. 4), el 
importe a imponer “se corresponde con 122.463,42 euros, a lo que hay 
que sumar las cantidades correspondientes a las partidas de IVA, 
gastos generales y gastos de producción”. No obstante, a efectos de 
delimitar  la  controversia  se  debe  señalar  que  el  importe 
correspondiente a las sanciones o penalidades asciende a 48.000 € y 
el importe correspondiente a los “descuentos” asciende a 74.463 €. 

Respuesta: 
E. Las partidas que apunta la empresa son siempre referidas a la 
oferta de la empresa. Desde el 2º año, la empresa ha exigido la 
revisión de precios según el PCAP y, de ahí, que llegado el momento 
esos  precios  deberán  ser  ajustados  a  los  precios  a  día  de  la 
aplicación  de  la  penalidad  que  se  acuerde  finalmente.  A  dicha 
cantidad hay que sumar las cuantías correspondientes, tal y como 
indica el Informe auditoría mayo 2023 remitido a la adjudicataria, a 
los conceptos:

-  Que,  respecto  del  personal,  no  se  ha  detectado  hasta  el 
momento la contratación de personal de sustitución de ninguno de los 
capataces ni de la encargada general en sus periodos de vacaciones 
hasta este momento. 

-  Que,  respecto  de  la  encargada  general,  se  ha  seguido 
manteniendo en los partes de personal como en activo hasta hace un 
mes, cuando dicha empleada se encuentra en situación de baja y no ha 
sido sustituida por ningún empleado que cumpla sus funciones. 

-  Que,  respecto  del  mantenimiento  de  los  contenedores  de 
superficie,  no  se  ha  encontrado  en  la  plataforma  de  gestión 
documento alguno referente al mantenimiento de los mismos, que según 
consta en la propia oferta presentada por la adjudicataria, se iba a 
realizar por la empresa que fabricante de los mismos y que incluía 
tanto el mantenimiento preventivo como el correctivo. Respecto de 
este apartado, se concretará en posteriores documentos la forma de 
proceder al respecto, puesto que no se ha realizado de la forma 
propuesta por la propia adjudicataria y ello ha podido suponer un 
deterioro de los equipamientos mencionados. 

Así mismo, los costes pertinentes de la no realización de dichos 
trabajos se deberán retrotraer desde el inicio del contrato, en 
función de los costes que la propia adjudicataria hubiera planteado 
en su oferta económica. De cualquier forma, se deberá advertir a la 
adjudicataria para que de forma inmediata proceda a la contratación 



de  los  servicios  de  mantenimiento  de  contenedores,  tal  y  como 
propuso en su oferta técnica.

Así  mismo,  dejar  constancia  que,  si  se  detectase  mediante  la 
evaluación  de  la  documentación,  algún  servicio  no  realizado  o 
realizado de manera incompleta, las cantidades correspondientes o 
los servicios, deberán ser compensados por la adjudicataria.

SEGUNDA. EL INFORME DE AUDITORIA EN EL QUE SE BASA EL INICIO DEL 
EXPEDIENTE 

6. El trámite de audiencia emplea como referencia el informe de 
auditoría suscrito por la mercantil BAAB Consulting (el Informe de 
Auditoría) y el Informe realizado por el responsable del Contrato 
cuyo contenido se basa en el Informe de Auditoría y se reproduce en 
el citado Trámite de Audiencia. 

Respuesta: 
F. Este Ayuntamiento hace sus informes internos desde el Responsable 
del Contrato. De ahí, que el informe que origina este expediente es 
el que redacta el responsable de este contrato. Evidentemente, ese 
informe se apoya en el trabajo diario, semanal, mensual y anual que 
desarrolla la empresa consultora nombrada anteriormente. Los datos 
aportados son, por lo tanto, extraídos del control en vía pública, 
en  los  diferentes  aportes  documentales  de  la  empresa  FCC  y  del 
control y cotejo en la plataforma VisiOn que dispone la empresa. De 
tal manera, que todos ellos tienen una base empírica y recogida en 
la misma plataforma de la empresa. Existe documentación gráfica de 
las consultas realizadas en esta herramienta donde se constata la 
falta de esa justificación de los trabajos realizados. 

7. En  dicho  Informe  de  Auditoría  se  fundamentan  los  presuntos 
incumplimientos  haciendo  alusión:  (i)  por  un  lado  a  un  periodo 
temporal objeto de revisión que abarca desde el 1 de junio de 2022 
al 31 de mayo de 2023; y (ii) por otro lado, a la documentación cuyo 
análisis  fundamenta  que  se  hayan  podido  apreciar  dichos 
incumplimientos – documentación como los “informes diarios” que en 
todo caso no han sido aportados al presente expediente por lo que 
podría  dar  lugar  a  la  indefensión  de  mi  representada  en  la 
preparación de estas alegaciones. 

Respuesta: 
G. Toda la documentación detallada la dispone este Ayuntamiento y, 
llegado el caso, la expondrá ante cualquier instancia ya que está 
debidamente justificada.

8. En  otras  palabras,  el  Informe  de  Auditoría  no  establece 
categóricamente  que  hayan  existido  incumplimientos,  sino  que  la 
presunción de los mismos proviene únicamente de la documentación 
revisada. Por tanto, la conclusión sobre el alcance del Informe de 
Auditoria es que este tiene un carácter sesgado ya que, tal y como 
acreditaremos en el Informe de Acreditación de los Incumplimientos 
que se acompaña a este escrito como Documento no2, no tiene en 
consideración toda la documentación que aporta mi representada en la 
plataforma Visión.

Respuesta: 



H. No solo no es sesgado si no que el análisis más profundo de cada 
uno de los servicios, puede poner en peligro la misma continuidad de 
este contrato. En otras palabras, este Ayuntamiento ha tenido hasta 
ahora una posición constructiva y con voluntad de reconducir los muy 
numerosos  incumplimientos.  Es  a  partir  de  la  posición  de  los 
gestores del contratista que este Ayuntamiento se ve obligado a 
recordar, reunión tras reunión aquellos aspectos en los que no se 
cumple con las periodicidades y recursos planificados en pliegos y 
oferta de FCC Medio Ambiente así como aquellos servicios que, aun 
realizándose,  no  tienen  la  calidad  esperada.  También  se  ha 
manifestado en más de una ocasión la falta de trazabilidad en la 
documentación  aportada  por  esta  empresa,  lo  cual  aumenta  la 
dificultad en su seguimiento e incluso podría suponer una ocultación 
de los recursos realmente utilizados. Esta posible ocultación podría 
ser considerada de tal gravedad que este Ayuntamiento podría decidir 
la  substitución  de  esta  plataforma  por  una  de  carácter 
independiente.

9. Pues bien, una vez señalado el alcance de análisis que tiene el 
Informe, prosigue el mismo (págs. 3 y 4) señalando que se aporta una 
“propuesta  valorada  sobre  aquellos  incumplimientos  que  se  han 
producido que puede tener dos vías de tipo económico: 

-  Proponiendo  la  debida  aclaración,  apercibimiento  o  sanción, 
siguiendo  estrictamente  lo  marcado  en  el  PCAP  que  rigió  el 
procedimiento de contratación de este contrato y según la graduación 
que aporta cada una de esas posibles incidencias. 
- De la misma manera, se puede proponer el descuento sobre aquel 
servicio no realizado si fuera el caso.”

Respuesta: 
I. Efectivamente, se ha seguido estrictamente lo que marca el pliego 
administrativo en lo referente a penalidades e incumplimientos. 

10. Es decir, por un lado, se asigna a cada incumplimiento una 
“sanción” que tiene una cierta cobertura en el PCAP y un “descuento” 
para el cual no se hace alusión en ningún momento a los pliegos por 
un sencillo motivo: no tiene cobertura contractual alguna. En otras 
palabras, los pliegos del Contrato no regulan en ningún momento la 
aplicación  de  descuentos  a  las  facturas  emitidas  por  mi 
representada.

Respuesta: 
J. En respuesta a este punto debemos hacer constar que no se dice la 
verdad. Como bien dice el mismo PCAP que acredita lo siguiente su 
página 30:

Los  descuentos  propuestos  es  simplemente  la  trasposición  de  los 
costes de un servicio aplicando el porcentaje que se descuenta sobre 
esas cantidades. Sí, es cierto, de hecho deberá ser aún mayor cada 
partida ya que deben añadírsele otros conceptos como los costes 



generales y el beneficio industrial, además de las revisiones de 
precio aplicadas hasta este momento.

11. El Informe de Auditoría desarrolla las sanciones propuestas en 
su apartado 8 (págs. 40 y ss.) donde: 

- Se indica que “queremos resumir a modo de elenco de puntos de 
mejora, en primer lugar, pero también de reclamación en el ámbito 
sancionador  si  se  considera  oportuno”  -  cabe  recordar  que  es 
doctrina y jurisprudencia constante que las penalidades no tienen un 
carácter sancionador sino de medidas coercitivas encaminadas al buen 
fin del Contrato- ; y 

- Se acompaña un cuadro resumen de incumplimientos que adjuntamos…..

Respuesta: 
K.  Así  es,  existe  jurisprudencia  abundante  que  detalla  que  los 
servicios no prestados o prestados de forma deficientes pueden y 
deben  conllevar  costes  económicos  al  contratista.  De  hecho,  se 
recoge de forma clara en el apartado anterior.

12. En este punto cabe señalar que:

(i) En relación con las penalidades, en ningún momento se motiva 
la graduación de la infracción; y 

(ii) En relación con los descuentos, tampoco se encuentran motiva-
das – al carecer de cobertura contractual alguna - e incluso 
hacen alusión a cuestiones que ni siquiera llevan aparejada 
sanción alguna.

Respuesta:
L. Todos los importes que se proponen se derivan del estudio en 
detalle y viene perfectamente justificado según informes internos de 
este Ayuntamiento.

TERCERA. AUSENCIA DE MOTIVACIÓN EN LA CUANTIFICACIÓN DE LA PENALIDAD

13. Tanto el Trámite de Audiencia como los Informes en los que se 
apoya carecen de la motivación suficiente que le resulta exigible de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.1 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  de  Procedimiento  Administrativo  Común  y  de  la 
jurisprudencia que lo interpreta. 

Respuesta:
M. Cada uno de los aspectos propuestos son, per se, suficientes para 
poder proponer penalidades y descuentos por incumplimientos.

14. La motivación de los actos administrativos no es más que la 
exteriorización de las razones que la Administración ha tenido para 
adoptar  una  resolución.  Su  exigencia  es  consecuencia  de  la 
prohibición de arbitrariedad de los poderes públicos (STC 73/2000), 
y supone no solo una elemental cortesía, sino un riguroso requisito 
del acto de sacrificio de derechos (STC 26/1981). 

Respuesta:
N. Por la misma razón, este Ayuntamiento y sus responsables son los 
principales responsables de dar cumplimiento a los contratos que 
celebra en aras de no caer en posibles delitos como dejación de 
responsabilidades o prevaricación. Es decir, tanto los responsables 



políticos como los técnicos tienen que velar porque los importes 
comprometidos sean a cambio de unos servicios concretos realmente 
realizados con la calidad exigible en este tipo de servicios.

15. En este sentido, de acuerdo con una reiterada jurisprudencia del 
Tribunal  Supremo,  la  motivación  “cumple  la  triple  finalidad  de 
posibilitar un control indirecto por parte de la opinión pública 
que,  ante  su  falta,  podría  entenderlo  como  producto  de  un 
voluntarismo  autoritario  improcedente,  de  constituir  un  elemento 
interpretativo  de  gran  valor,  y  de  permitir  un  control 
jurisdiccional del acto, al margen de implicar el sano ejercicio de 
una elegante cortesía, razones todas que, si cabe, adquieren mayor 
relieve  cuando  de  actos  discrecionales  se  trata,  tal  como  aquí 
sucede, y cuya ausencia podría determinar un vicio de anulabilidad 
por vía del art. 63.2 de dicha Ley 30/1992 (sentencias del Tribunal 
Constitucional 100/1987 [RTC 1987, 100] y 14/1991 [RTC 1991, 14] y 
del Tribunal Supremo de 20 de diciembre de 1997 [ RJ 1997, 717] y 3 
de febrero de 1998, entre otras que reiteran igual criterio” [por 
todas, cfr. la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de noviembre de 
1999 (RJ 2000\3202)]. 

Respuesta: 
O.  Nos  reiteramos  en  la  respuesta  del  punto  anterior:  Este 
Ayuntamiento y sus responsables son los principales responsables de 
dar cumplimiento a los contratos que celebra en aras de no caer en 
posibles delitos como dejación de responsabilidades o prevaricación. 
Es decir, tanto los responsables políticos como los técnicos tienen 
que velar porque los importes comprometidos sean a cambio de unos 
servicios concretos realmente realizados con la calidad exigible en 
este tipo de servicios.

16. La  obligación  de  la  Administración  de  motivación  en  los 
expedientes de imposición de penalidades ha sido reconocida de forma 
reiterada  por  nuestra  jurisprudencia.  En  este  sentido,  podemos 
citar, entre otras, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Extremadura de 8 de noviembre de 2018 (rec. 402/2017) en la que 
este Tribunal afirma que “en conclusión, si bien es cierto que no 
nos encontramos ante un procedimiento sancionador que debe contar 
con una serie de garantías para el sancionado, no cabe tampoco que 
se pueda apreciar la comisión de unos incumplimientos contractuales 
sin que se motiven o justifiquen los mismos, por mucho que se hayan 
celebrado  reuniones  (sólo  se  ha  probado  la  celebración  de  una 
reunión) para discutir las quejas, en cuanto que se desconoce el 
contenido de dichas reuniones y de la información que se facilitó a 
la actora al respecto. Por lo tanto, procede la estimación parcial 
de  la  demanda,  en  la  medida  en  la  que  sólo  se  ha  probado  un 
incumplimiento, consistente en la falta de adscripción del personal 
fijado, como mínimo, en el pliego o la falta de su sustitución”. 

Respuesta: 
P. La misma existencia de múltiples requerimientos a lo largo de 
este contrato tanto verbales, en las muchas reuniones celebradas 
entre todas las partes, como por escrito, reiteran la realidad de 
los incumplimientos detectados. No obstante, ante la afirmación de 
la duda de la celebración de muchas reuniones con esta empresa, 
deberemos  adoptar,  medidas  diferentes  a  las  aplicadas  hasta  el 
momento como, tal vez: La convocatoria por sede electrónica, la 
celebración de la reunión convocada en base a un orden del día, la 
elevación  de  un  acta  de  los  compromisos  y,  en  este  caso  que 
tratamos,  de  los  avisos  que  se  les  están  trasmitiendo  sobre 
incumplimientos y falta de calidad en la ejecución de los servicios. 



17. Aplicando esta doctrina jurisprudencial al caso que nos ocupa, 
resulta  evidente  que  el  Trámite  de  Audiencia  y  el  Informe  de 
Auditoría incurren en una evidente falta de motivación.
Respuesta:
Q. La repetición de un único argumento no justifica que no exista 
motivación. Al contrario, la empresa FCC Medio Ambiente sigue con 
sus alegaciones dando a entender que está cumpliendo en su totalidad 
este contrato, no siendo así.

18. A este respecto, el Trámite de Audiencia se sustenta en el ya 
citado Informe. Resultando especialmente notoria y grave la falta de 
motivación  a  la  hora  de  graduar  la  penalidad  asignada  a  cada 
incumplimiento.  Es  decir,  la  cláusula  22  del  PCA  establece  una 
graduación u horquilla para las penalidades leves – i.e. Las multas 
tendrán una cuantía máxima de:(...) En las infracciones leves, de 
Apercibimiento o multa hasta 5.000 euros.” – y el apartado 21.1 
establece  que  “Los  incumplimientos  leves  darán  lugar  a 
apercibimiento, cuando no exista reincidencia o no se estime por los 
servicios técnicos conveniente la imposición de multa”.

Respuesta: 
R. Resulta extraño la repetición en muchos de los puntos anteriores 
de  un  único  argumento  que  es  la  falta  de  motivación.  Pongamos 
algunos ejemplos, sencillos e irrefutables:

a. Hace  más  de  4  años  que  no  existe  uno  de  los  vehículos 
comprometidos en este contrato y que está demostrado que se utiliza 
fuera del municipio (al que está adscrito) incluyendo no solo el 
coste  de  inversión-amortización  si  no  todos  sus  costes  de 
explotación. 

b. No existe una de las instalaciones secundarias comprometidas 
desde el inicio del contrato hasta el día en que estamos escribiendo 
esta respuesta. 

c. No se realiza la limpieza de contenedores, como demuestra la 
misma plataforma VisiOn, según previsión. 

d.  No  han  estado  operativos  los  sensores  volumétricos 
comprometidos  y,  cuando  después  de  4  años  se  les  ha  vuelto  a 
insistir, han respondido diciendo que el programa no reflejaba bien 
pero que funcionaban. 

e. No tienen uso los teléfonos móviles que han de ser básicos en 
el desarrollo de los trabajos. 

f. No  se  han  sustituido  las  vacaciones  de  personas  tan 
importantes  como  la  encargada  general  y  los  otros  encargados, 
ninguno de los cuatro años. 

Sin  embargo,  en  aras  de  poder  poner  orden  al  contrato,  se  han 
recogido algunos aspectos, no todos, para poder reconducir a la 
empresa  a  una  prestación  correcta  y  fiel  de  sus  compromisos 
contractuales.

19. La  realidad  es  que  tanto  el  Trámite  de  Audiencia  como  los 
Informes en los que se fundamentan, establecen 13 incumplimientos 
leves objeto de penalidad los cuales, si atendemos a su cuantía, se 
dividen de la siguiente forma: 

- 8 incumplimientos para los que se propone una sanción por la 
cuantía máxima (i.e. 5.000 euros); 



- 2 incumplimientos para los que se propone una sanción de 2.500 
euros; 
- 1 incumplimiento para el que se propone una sanción de 2.000 
euros; 
- 1 incumplimiento para el que se propone una sanción de 1.000 
euros; y 
-  1  incumplimiento  para  el  que  se  propone  una  sanción  de 
apercibimiento; 

Respuesta: 
S. Así es.

20. Si  atendemos  al  Trámite  de  Audiencia  o  a  los  Informes  la 
conclusión es clara: no se ponen de manifiesto los elementos que 
concurren para la graduación de las penalidades. Es decir, no se 
tiene conocimiento de que motivos concurren para que unos supuestos 
incumplimientos sean objeto de la cuantía máxima mientras que otros 
no. 

Respuesta: 
T. No solo no es cierto, si no que los documentos sobre los que se 
centra la aplicación de penalidades especifican los no cumplimientos 
así como dónde se recogen.

21. Por ejemplo, no se hace mención de la existencia de elementos 
como, a título de ejemplo, si existe intencionalidad, la naturaleza 
del  perjuicio  causado,  si  se  obtiene  un  beneficio  directo  o 
indirecto  del  incumplimiento  y/o,  fundamentalmente,  si  existe 
reincidencia en la comisión de las mismas.

Respuesta: 

U. A modo de ejemplo, la gravedad de la desinfección y limpieza de 
los contenedores es de tal importancia que si deja de realizarse la 
limpieza  en  toda  la  red  de  contenedores  podemos  poner  en  serio 
peligro de salud a la población. 
V.  O  se  puede  comprobar  levantando  cualquiera  de  las  islas  de 
contenedores  soterrados  que  el  estado  de  estas  instalaciones  es 
claramente muy deficiente. 
W. La reincidencia está más que probada en casi todos los aspectos 
recogidos y otros muchos que siguen observándose.

22. La reincidencia en este caso es un elemento fundamental que no 
debe ser omitido ya que, de acuerdo con el extractado apartado 21.1 
del PCA, los incumplimientos leves han de dar lugar únicamente a 
apercibimiento cuando no exista reincidencia. Por tanto, se debe 
señalar que mi representada no ha sido objeto de expedientes de 
penalidades previos derivados del presente Contrato por lo que, en 
todo caso, la única penalidad que habría de proceder, en caso de que 
procediera, sería la de apercibimiento. 

Respuesta: 
X. Siendo que este Ayuntamiento tiene como un valor esencial la 
ecuanimidad,  cada  uno  de  los  incumplimientos  recogidos  son,  SIN 
EXCEPCIÓN, con reincidencia desde el inicio del contrato. Es más, se 
deberá valorar el nivel de gravedad de la reincidencia en no poner 
solución a las muchas indicaciones que se han ido dando en este 
sentido.



23. En  conclusión,  de  acuerdo  con  la  doctrina  jurisprudencial 
expuesta, no cabe imponer penalidad alguna a FCCMA por no constar 
acreditados los motivos o elementos concurrentes necesarios para la 
cuantificación o graduación de la multa. 

Respuesta: 
Y.  En  este  punto,  el  planteamiento  tal  vez  deba  ser  el  de  la 
realización de una auditoría general ab initio que evidencie la 
gravedad de la situación para que, de esta manera, la empresa pueda 
aceptar  sus  incumplimientos  constantes  y  la  resolución  de  los 
mismos.

24. Asimismo, se debe señalar que ha sido probada la no concurrencia 
de la reincidencia en la comisión de los incumplimientos, por lo que 
la única penalidad que cabría imponerse sería la de apercibimiento. 

Respuesta: 
Z. Volvemos, pacientemente, a reiterar que todos y cada uno de los 
puntos son fruto de una acumulación reiterada de incumplimientos a 
los  que  esta  empresa  no  ha  querido,  en  ningún  momento,  poner 
solución. Son además testigos que pueden corroborar todo lo que 
estamos detallando en este documento: 

 Los responsables políticos de la legislatura anterior y la actual. 
 El responsable de este contrato. 
 La empresa consultora responsable del seguimiento y control. 
 Los representantes de Zona de FCC Medio Ambiente, así como algunos 
de sus representantes locales.

CUARTA. LOS DESCUENTOS PROPUESTOS NO TIENEN COBERTURA CONTRACTUAL. 
DESPROPORCIONALIDAD MANIFIESTA

25. Tal y como se ha adelantado en este escrito, los descuentos 
propuestos se cuantifican a partir de: 
(i) las penalidades imputadas a mi representada; y 
(ii)  otros  supuestos  incumplimientos  que  ni  siquiera  pueden  ser 
objeto de penalidad. 

Respuesta: 
 Sorprende observar que llevando ya más de la mitad del documento 
de  alegaciones,  la  empresa  FCC  Medio  Ambiente  sea  incapaz  de 
confrontar  la  información  base  de  las  penalidades  propuestas 
incluídas en el PCAP.

26. No obstante, el PCA no recoge ningún procedimiento para detraer 
o descontar cuantías de la facturación de FCCMA basándose en la 
existencia de incumplimientos contractuales. Es decir, la propuesta 
de descuentos se basa o en un desconocimiento del contenido del 
pliego o en una interpretación extensiva – o de “carácter amplio” - 
de las cláusulas del PCA. En cualquier caso, esto conlleva tanto una 
infracción del propio PCA como una desproporción manifiesta entre 
los hechos imputados y los descuentos que se pretenden imponer. 

Respuesta: 
 Como ya hemos dicho en dos puntos anteriores: El PCAP que rige 
este contrato define de forma clara las formas en las que se puede 
proceder en situaciones como ésta.



27. El PCAP es la ley particular del contrato y obliga tanto al 
contratista como a la Administración, quienes han de atenerse a sus 
propios términos. El principio lex contractus está reconocido de 
forma unánime por la jurisprudencia, como pone de manifiesto la 
sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior  de  Justicia  de  Madrid  de  21  de  octubre  de  2020 
[ECLI:ES:TSJM:2020:12228],  que  afirma  lo  siguiente:  “Para  la 
correcta resolución del recurso hemos de partir de que los pliegos 
de condiciones en la contratación administrativa constituyen la lex 
contractus  con  fuerza  vinculante  para  la  contratante  y  la 
Administración. De ahí la relevancia tanto del pliego de cláusulas 
administrativas  particulares  como  del  pliego  de  prescripciones 
técnicas. 2004) que los pliegos de condiciones de los contratos 
Administrativos constituyen un dictado para los que participan en el 
concurso quedando obligados los que obtienen la adjudicación de la 
obra  o  servicio  a  su  cumplimiento  y  sometidos  a  todas  las 
consecuencias que se deriven de dichas condiciones (Sts. 26-2-1952; 
25-9-1965; 3-11- 1967; y 30-1-1995 entre otras), y que todo aquél 
que toma parte en un concurso sin impugnar previamente las bases por 
el que se va a regir pierde la oportunidad de alegar irregularidad 
alguna afectante a las mismas (Sts. 9- 3-1991).

Sobre  la  relevancia  del  pliego  de  condiciones  administrativas 
particulares, en cuanto ley del contrato, baste citar la STS Sala 3a 
de 19 marzo 2001, que expresa que esta Sala Tercera ha recordado, en 
sentencia  de  6  de  febrero  de  2001,  la  consolidada  doctrina 
jurisprudencial en cuya virtud el pliego de condiciones constituye 
la  ley  del  concurso,  debiendo  someterse  a  sus  reglas  tanto  el 
organismo convocante como quienes soliciten tomar parte en el mismo, 
especialmente cuando no hubieran impugnado previamente sus bases” 
(énfasis añadido).

Respuesta: 
 El  PCAP  efectivamente  rige  las  normas  que  afectan  a  este 
procedimiento de expediente, sin embargo, el PCAP también especifica 
en el Artículo 2 que "La documentación incorporada al expediente que 
tiene  naturaleza  contractual  es  el  presente  pliego  de  cláusulas 
administrativas particulares, el pliego de prescripciones técnicas y 
la oferta del adjudicatario del contrato."

28. En este sentido, hay que tener en cuenta que las penalidades 
contractuales no pueden ser objeto de una interpretación extensiva, 
que  vaya  más  allá  de  lo  que  prevé  el  pliego  en  cuanto  a  la 
definición  de  los  incumplimientos  que  son  susceptibles  de  ser 
penalizados y, consecuentemente, en cuanto a las consecuencias que 
conllevan los mismos. 

Respuesta: 
 La  empresa  no  quiere  aceptar  que  el  documento  sobre  el  que 
presenta alegaciones ha sido contenido, concreto y no ha ido a una 
revisión total del contrato que, será la opción llegado el caso.



29. Y  ello  por  un  motivo  muy  sencillo:  porque  se  trata  de  una 
materia que es susceptible de producir efectos desfavorables para el 
interesado, por lo que no cabe extender por vía de aplicación o 
interpretación  extensiva  del  pliego  los  propios  efectos 
desfavorables que acarrean los supuestos de penalidad. 

Respuesta: 
 Este  Ayuntamiento  considera  de  forma  firme  y  clara  que  la 
concatenación constante y habitual de incumplimientos del contrato 
por parte de la empresa ha llegado a una situación que reclama poner 
orden, más aun, cuando en repetidas reuniones bilaterales, se ha 
comunicado que se debía poner el servicio en orden respecto del 
contrato firmado.

30. Es consolidada la doctrina que afirma que las cláusulas penales 
tienen que ser objeto de interpretación restrictiva. Citamos, por 
ejemplo, la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 
6  de  marzo  de  2019  [ECLI:ES:TS:2019:701]:  “...  en  todo  caso  se 
impone la interpretación restrictiva de las cláusulas penales (SS 22 
Nov. 68, 10 Nov. 1983 y 14 Feb. 1992 , entre otras), al presentarse 
como excepciones del régimen normal de las obligaciones y contratos, 
con lo que se desautoriza su ampliación unilateral; criterio que ha 
sido  reiterado  por  otras  muchas,  citándose  por  todas  la  de  18 
septiembre  2008  (Rec.  2120/2002)  según  la  cual  la  doctrina 
jurisprudencial  propugna  una  interpretación  restrictiva  de  las 
estipulaciones  contractuales  que  contengan  cláusulas  penales” 
(énfasis añadido).

Respuesta: 
 Todos los documentos que este Ayuntamiento ha producido respecto a 
este contrato ha sido acotado y concreto. Es decir, no ha habido 
reunión, comunicación verbal o escrita que no se refiera siempre y 
de manera clara a aspectos e incumplimientos concretos.

31. En definitiva: sólo se pueden penalizar los incumplimientos que 
estén definidos en los pliegos como susceptibles de ser penalizados; 
las  consecuencias  económicas  de  las  penalidades  han  de  estar 
perfectamente delimitadas en el PCA y a dichas consecuencias se ha 
de sujetar el órgano de contratación a la hora de cuantificar o 
delimitar las cuantías a las que se refieran los expedientes de 
imposición de penalidades. 

Respuesta: 
 Esto es, realmente, lo que ha hecho este Ayuntamiento en defensa 
de su derecho y en su obligación que el pago de los servicios se 
corresponda realmente a los contratados, no siendo así en estos 
casos.

32. Por último, se debe señalar que de contrario no cabe hacer 
alusión  a  la  cláusula  21.A)  del  PCA  (pág.  32)1  al  venir  esta 
referida al régimen de los daños y perjuicios en los casos en los 
que un incumplimiento ocasionara una “perturbación grave y no 1 “Si 
del  incumplimiento  por  parte  del  contratista  se  derivase 
perturbación grave y no reparable por otros medios en el servicio 
público y la Administración no decidiese la resolución del contrato, 
podrá  acordar  la  intervención  del  mismo  hasta  que  aquélla 
desaparezca.  En  todo  caso,  el  contratista  deberá  abonar  a  la 
Administración  los  daños  y  perjuicios  que  efectivamente  le  haya 
irrogado.”  reparable”.  Los  motivos  por  los  que  no  cabe  este 
argumento son sencillos: (i) el régimen jurídico de las penalidades 
es distinto al de los daños y perjuicios; y (ii) no se ha producido 



o tan siquiera acreditado la perturbación grave no reparable que da 
lugar a este régimen de responsabilidad. 

Respuesta: 
 La empresa sigue en todo su documento sin justificar la no certeza 
de los datos aportados ya que son conocedores de que, en realidad, 
son solo algunos de los que suceden constantemente.

33. Cabe  señalar,  que  el  art.  192.1  de  la  LCSP  señala  que  las 
penalidades  deberán  ser  proporcionales  a  la  gravedad  del 
incumplimiento. En el presente caso, las sanciones que se pretenden 
imponer en base al carácter “abierto” de las penalidades definidas 
en el PCAP – por la mera alusión genérica a los daños y perjuicios - 
no guardan la debida proporcionalidad con los hechos imputados a 
esta parte. 

Respuesta: 
 Siendo  estrictos  en  el  argumento  que  propone  la  empresa 
ciertamente, deberían aplicarse en graduación superior en algunos 
casos  debido  a  que  se  trata  de  la  acumulación  de  cuatro  años 
seguidos de los mismos incumplimientos y esto genera el paso de leve 
a grave y de grave a muy grave.

34. Si aplicamos este principio al caso que nos ocupa, llegamos a la 
conclusión  de  que  la  propuesta  de  descuentos  del  Trámite  de 
Audiencia no debe proceder debido a: (i) no tener ningún soporte 
contractual en el PCA regulador del Contrato; (ii) no cabe realizar 
una interpretación extensiva de las cláusulas penales; y (iii) son 
contrarios al principio de proporcionalidad. 

Respuesta: 
 La  argumentación  de  este  punto  no  es  cierta  según  todo  lo 
explicado anteriormente y que se basa en el cumplimiento del PCAP y 
documentos incluidos en el contrato.

QUINTA. NO EXISTE UN INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL IMPUTABLE A FCCMA 

35.Sin perjuicio de lo expuesto en la anterior alegación, se debe 
señalar  que  en  ningún  caso  resulta  procedente  la  imposición  de 
penalidad alguna ya que no concurren los presupuestos necesarios 
para ello. 

Respuesta:
 Argumentación  repetitiva  una  vez  más  sin  fundamento  sobre  las 
penalidades propuestas.

36. En  todo  momento,  FCCMA  ha  actuado  velando  por  cumplir 
diligentemente con sus obligaciones como contratista. Por tanto, en 
caso de imponerse penalidades a mi representada supondría dotar a 
las penalidades de una finalidad meramente recaudatoria. 

Respuesta: 
 Este  Ayuntamiento  no  entra  en  las  actitudes  de  las  empresas 
contratadas  si  no  en  el  efecto  de  sus  trabajos  fruto  de  sus 
compromisos propuestos en sus ofertas técnicas y económicas. Este 
contrato tiene, en estos momentos, un gran número de trabajos que se 
desarrollan  con  poco  nivel  de  calidad  en  su  ejecución  o  no 
respetando sus periodicidades.



37. En este sentido, FCCMA ha realizado los servicios de conformidad 
con lo previsto en el Contrato, su oferta y las indicaciones dadas 
por la propia administración y, para acreditar esta situación, se 
debe  hacer  referencia  al  Informe  de  Acreditación  de  los 
Incumplimientos que se acompaña a este escrito – Doc. no2 – así como 
a  la  vasta  documentación  acreditativa  que  acompaña  al  citado 
Informe. 

Respuesta: 
 Ídem punto anterior: Este Ayuntamiento no entra en las actitudes 
de las empresas contratadas si no en el efecto de sus trabajos fruto 
de sus compromisos propuestos en sus ofertas técnicas y económicas. 
Este contrato tiene, en estos momentos, un gran número de trabajos 
que se desarrollan con poco nivel de calidad en su ejecución o no 
respetando sus periodicidades.

38. Por tanto, ante la lectura del Informe de Acreditación de los 
Incumplimientos se debe concluir que no corresponde la imposición de 
ningún  tipo  de  penalidad  a  mi  Representada,  puesto  que  de  su 
configuración legal se deriva que éstas son un mecanismo contractual 
coercitivo con el que cuenta el órgano de contratación para obligar 
a  la  contratista  a  cumplir  con  sus  obligaciones  derivadas  del 
Contrato cuando no lo está haciendo, circunstancia que a fecha de la 
resolución  de  la  que  interesa  su  nulidad  y,  actualmente,  no  se 
produce. 

Respuesta: 
 Repetitivo una vez más.

39. Así, el artículo 192 de la LCSP establece en su apartado 1: “Los 
pliegos o el documento descriptivo podrán prever penalidades para el 
caso de cumplimiento defectuoso de la prestación objeto del mismo o 
para  el  supuesto  de  incumplimiento  de  los  compromisos  o  de  las 
condiciones especiales de ejecución del contrato que se hubiesen 
establecido conforme al apartado 2 del artículo 76 y al apartado 1 
del artículo 202. Estas penalidades deberán ser proporcionales a la 
gravedad del incumplimiento y las cuantías de cada una de ellas no 
podrán ser superiores al 10 por ciento del precio del contrato, IVA 
excluido, ni el total de las mismas superar el 50 por cien del 
precio del contrato”

40. De este mismo modo lo entiende la jurisprudencia y la doctrina. 
Al efecto citamos el Informe 6/2004, de 9 de junio, de la Junta 
Consultiva  de  Contratación  Administrativa  de  Madrid,  en  el  que 
explicó que la Administración: 

“(...) pueda establecer en los contratos públicos la imposición de 
penalidades como medida para conseguir o restablecer el cumplimiento 
y la correcta ejecución de los contratos administrativos cuando el 
empresario incurra en actos u omisiones que comprometan o perturben 
la buena marcha de los mismos. Para la imposición de las penalidades 
será necesario de acuerdo con la Recomendación 5/2001, de 27 de 
diciembre  que  las  penalidades  se  deriven  del  incumplimiento  de 
obligaciones contractuales recogidas como tales en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares, que se encuentren recogidas 
expresamente en los citados pliegos las penalidades de aplicación al 
contrato, determinando los supuestos, alcance y procedimiento para 
su ejercicio, que, por las especiales características del contrato, 
se consideren necesarias para la correcta ejecución del mismo y que 
la citada necesidad se justifique debidamente en el expediente. Esta 



posibilidad de establecer penalidades supone una herramienta para 
los  órganos  de  contratación  dirigidas  a  garantizar  su  correcta 
ejecución por lo que debería hacerse uso de la misma en los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares. Actualmente son escasos 
los que atribuyen al órgano de contratación esta facultad y sería 
conveniente su inclusión en los pliegos siempre que, lógicamente, 
esté justificada.”

41. Es decir, para que las penalidades pueden imponerse conforme a 
la legalidad vigente deben cumplir una serie de requisitos: (i) 
tienen que ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento que 
se  haya  acreditado;  (ii)  deben  atender  a  las  características 
concretas  del  contrato,  y  (iii)  tiene  que  justificarse  en  el 
expediente que su imposición es necesaria para la correcta ejecución 
de aquél.

42. En  este  caso  en  particular,  no  es  necesaria  ni  procede  la 
imposición  de  ninguna  penalidad  puesto  que  FCC  se  encuentra 
prestando  los  servicios  de  manera  correcta  y  conforme  a  las 
obligaciones impuestas por la documentación contractual.

43. Y es que, no debe confundirse la naturaleza jurídica de las 
penalidades con la de las sanciones administrativas. Así lo entiende 
la jurisprudencia, y por ello citamos ahora la Sentencia de 22 de 
mayo  de  2017  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-  Administrativo  del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Recurso de Apelación 
1719/2014, Málaga, Sección Única), cuando en su Fundamento Jurídico 
5o refiere:

“En Sentencia de 21 de noviembre de 1988 precisa este concepto al 
decir: "que las consecuencias de una cláusula penal integrada en un 
contrato  no  constituyen  una  manifestación  del  derecho 
sancionador,... Por el contrario, la naturaleza de dichas cláusulas 
contractuales responde a una concepción civil, en la que se predica 
el principio de la presunción de culpa en el contratante que no 
cumple lo pactado o incurre en algún defecto en su cumplimiento".

Y en la Sentencia de 18 de mayo de 2005 (RJ 2005, 6368), establece: 
"Penalidades a satisfacer a la administración contratante por la 
comisión de faltas por el contratista que, independientemente de su 
denominación  gramatical  próxima  al  derecho  punitivo,  hemos  de 
considerar  como  similares  a  las  obligaciones  con  cláusula  penal 
(art. 1152 y siguientes del Código Civil (LEG 1889, 27) en el ámbito 
de la contratación privada. En el ámbito de la contratación pública, 
al igual que en la contratación privada, desempeñan una función 
coercitiva  para  estimular  el  cumplimiento  de  la  obligación 
principal, es decir el contrato, pues, en caso contrario, deberá 
satisfacerse  la  pena  pactada.  Son,  por  tanto,  estipulaciones  de 
carácter accesorio, debidamente plasmadas en el contrato, con la 
finalidad de asegurar el cumplimiento de la obligación principal de 
que  se  trate  por  lo  que,  en  aras  a  la  garantía  del  contrato, 
conducen a que el contratista, o deudor de la prestación que se 
trata  de  garantizar,  venga  obligado  no  solo  al  pago  de  una 
determinada cantidad de dinero calculada en razón a la modulación 
del grado de inobservancia sino incluso a la extinción contractual 
si la modalidad de incumplimiento alcanza mayor intensidad”.>>

También la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2005, 
entre otras muchas (Sentencias de 17 de julio de 1989, de 10 de 
febrero de 1990, la ya extractada de 26 de diciembre de 1991, de 6 
de marzo de 1997, de 31 de junio de 2005), destaca esta finalidad 



coercitiva  de  las  penalidades,  en  contraposición  a  la  de  las 
sanciones o multas, aclarando que su denominación no debe confundir:

<<Independientemente  de  su  denominación  gramatical  próxima  al 
derecho  punitivo,  han  de  considerarse  obligaciones  con  cláusula 
penal,  desempeñando  una  función  coercitiva  para  estimular  el 
cumplimiento de la obligación principal, es decir, del contrato, 
pues, en caso contrario, deberá satisfacerse la pena pactada.”

44. En consecuencia, la imposición de penalidades a mi Representada 
resulta del todo improcedente y contraria a Derecho, pues no puede 
argumentarse  su  finalidad  coercitiva,  ni  justificar  que  su 
imposición sea necesaria para la correcta ejecución del Contrato, 
tal y como exigen el artículo 192 de la LCSP y la jurisprudencia y 
doctrina anteriormente citadas.

45.  De  conformidad  con  el  conjunto  de  circunstancias  y 
consideraciones expuestas a lo largo de las presentes alegaciones, 
entendemos que procede el archivo del expediente en tanto que no se 
ha producido y/o probado el incumplimiento que se nos imputa o, 
subsidiariamente,  la  graduación  de  la  sanción  vistas  las 
circunstancias concurrentes.

Respuesta: 
 Repetitivo una vez más.

En conclusión,

 El documento al que estamos respondiendo mediante este informe 
reconoce y certifica explícitamente que, antes de la imposición de 
cualquier  penalidad  o  detracción  del  importe  del  contrato,  este 
Ayuntamiento  les  ha  compartido  el  documento  para  que  puedan 
responder. Ésta es, por tanto, la prueba más clara de que FCC Medio 
Ambiente ha tenido acceso a la documentación sobre la que responde y 
el tiempo suficiente para su respuesta. De ahí, que en este punto 
debamos decir que la empresa no respeta la verdad.

 El  PCAP  es  uno  de  los  diversos  documentos  que  soportan  este 
contrato entre el Ayuntamiento de Almuñécar y FCC Medio Ambiente. Su 
oferta,  es  igualmente  parte  de  este  contrato  con  todos  los 
compromisos y mejoras que le sirvieron para hacerse con el contrato. 
Y además, rige el PCT que contiene las especificaciones básicas de 
cada uno de los trabajos a realizar.

 El  PCAP  como  hemos  demostrado  de  forma  clara  incluye  la 
posibilidad de reducción en la facturación por incumplimientos así 
como un sistema lógico y justo de penalidades. Éste es el criterio 
que sirve a este Ayuntamiento para, de forma justa pero defendiendo 
en todo momento el interés de la institución, proponer diversas 
penalidades y descuentos. Y, todo ello, siempre, siendo contenidos y 
sin ir a máximos.

 Todos  los  documentos  contractuales,  por  tanto,  han  de  ser 
respetados por las partes. Parte del respeto es no negar parte de su 
contenido.

 En  todo  caso,  como  venimos  diciendo  desde  el  inicio,  los 
incumplimientos se han ido consolidando en casi todos los casos y, 
por lo que estamos observando, a pesar de las reuniones bilaterales 
para solventar estos hechos, no han tenido los resultados esperados, 



por lo que se debe hacer cumplir los derechos y deberes de las 
partes de este contrato.

Por todo lo anterior, nos ratificamos en la totalidad del informe 
técnico de la prestación del servicio y las penalidades y descuentos 
a realizar y se dan por rechazadas la alegaciones presentadas por 
FCC Medio Ambiente. Por lo que consideramos que se debe imponer 
definitivamente estos descuentos y penalidades en lo referido a este 
periodo y a los anteriores.

Así  mismo,  se  esperan  las  instrucciones  precisas  del  Órgano  de 
Contratación en su caso, sobre el proceder con las facturas emitidas 
por la adjudicataria. 

Todo lo cual, comunico a los efectos oportunos JEFE DEL SERVICIO DE 
MEDIO AMBIENTE Y PLAYAS 

Fdo. Jesús Ruiz Álvarez

CONSIDERACIONES JURÍDICAS.-

PRIMERO. - Legislación Aplicable:  

- Cláusula 21 del Pliego de cláusulas Administrativas, en su 
apartado referente a incumplimientos del contratista.

- Artículo 192 de la Ley de Contratos, Ley 9/2017 de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

- Artículo 99 y ss. del Reglamento General de Contratos de las 
Administraciones Públicas aprobado por Real Decreto 1098/2001, 
de 12 de octubre en aquello que no se oponga a lo dispuesto en 
la vigente LCSP.

SEGUNDO. -  El art. 192 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector 
Público, prevé que los pliegos o el documento descriptivo pueden 
prever penalidades para el caso de cumplimiento defectuoso de la 
prestación objeto del mismo o para el supuesto de incumplimiento de 
los compromisos o de las condiciones especiales de ejecución del 
contrato que se hubiesen establecido.

Conforme a lo dispuesto en la cláusula 21 del Pliego de Cláusulas 
Administrativas, “Los incumplimientos recogidos en este Pliego se 
clasifican en leves, graves o muy graves:

 Los  incumplimientos  leves  podrán  penalizarse  con 
apercibimiento o multa de hasta 5.000 euros.

 Los  incumplimientos  graves  podrán  penalizarse  con  multa  de 
entre 5.001 y 15.000 euros.

 Los  incumplimientos  muy  graves  podrán  penalizarse  multa  de 
entre 15.001 y 50.000 euros, o con la resolución del contrato.

Tal y como establece la Ley 9/2017 de contratos del Sector Público, 
las  penalidades  establecidas,  a  criterio  del  responsable  del 
contrato, son proporcionales a la gravedad del incumplimiento y es 
fácilmente comprobable que las cuantías de cada una de ellas no 
supera el 10 % del precio del contrato, ni el total de las mismas 
supera el 50 % del precio del contrato, tal y como establece el art. 
192.1 LCSP.



“1. Los pliegos o el documento descriptivo podrán prever penalidades 
para el caso de cumplimiento defectuoso de la prestación objeto del 
mismo o para el supuesto de incumplimiento de los compromisos o de 
las condiciones especiales de ejecución del contrato que se hubiesen 
establecido conforme al apartado 2 del artículo 76 y al apartado 1 
del artículo 202. Estas penalidades deberán ser proporcionales a la 
gravedad del incumplimiento y las cuantías de cada una de ellas no 
podrán ser superiores al 10 por ciento del precio del contrato, IVA 
excluido, ni el total de las mismas superar el 50 por cien del 
precio del contrato”.

TERCERO. –  en cuanto a la deficiente motivación y por tanto la 
indefensión  alegada  por  FCCMA,  la  Sala  de  lo  Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo ha resuelto mediante  recurso de 
casación por medio de su Sentencia de 21 de mayo de 2019, que en la 
imposición de  penalidades contractuales  no  son  aplicables  los 
artículos 42 y siguientes de la LRJPAC 3279/1992  ni 21 y siguientes 
de  la  LPAC  de  2015 por  cuanto  estas  constituyen  trámites, 
decisiones, o incidencias dentro del procedimiento de ejecución de 
los contratos públicos.

La Sentencia razona que las penalidades no son el resultado de un 
procedimiento administrativo autónomo en el seno de la ejecución de 
los contratos públicos, sino que forman parte del «procedimiento de 
ejecución»,  tratándose  por  tanto  de  trámites,  decisiones  o 
incidencias dentro del mismo. Para alcanzar dicha conclusión, el 
Tribunal Supremo parte de la premisa de que las  penalidades no 
responden al ejercicio de una potestad administrativa sancionadora, 
sino al ejercicio de una facultad de coerción sobre el contratista 
para la correcta ejecución de los contratos, haciéndose eco de la 
doctrina sentada por su antigua Sentencia de 6 de marzo de 1997 . De 
este modo, la Sentencia atribuye a las penalidades  contractuales 
naturaleza  equivalente  a  la  de  las  multas  coercitivas,  «como 
instrumento cuyo fin es forzar, mediante su reiteración y hasta 
lograr el cumplimiento de determinada obligación contractual».
Desde el punto de vista procedimental, el Tribunal Supremo señala 
que la  imposición de  penalidades se ubica sistemáticamente  «en 
sede de ejecución contractual, sin que se prevea para su ejercicio 
un procedimiento específico y diferenciado», lo que sí prevé la 
normativa  de  contratación  pública  para  el  ejercicio  de  ciertas 
potestades  o  prerrogativas  mediante  concretos  procedimientos:  la 
interpretación,  modificación,  resolución,  reclamación  de  deudas, 
cesión o subcontratación de los contratos públicos artículos 190 y 
191 de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público. 

A fin de justificar que la regulación procedimental existente en 
torno a las penalidades en la normativa de contratos públicos con 
impacto  procedimental  (la  obligación  de  conferir  trámite  de 
audiencia al contratista con carácter previo a su  imposición) no 
equivale a un verdadero procedimiento administrativo, la Sentencia 
determina que ello, sencillamente, responde a un cabal entendimiento 
del principio de proscripción de la indefensión, exigencia común a 
todo  acto mediante el cual el poder público imponga un gravamen, 
eliminando  así  el  carácter  procedimental  de  la  imposición  de 
penalidades y señalando que el ejercicio de dicha potestad no puede 
concebirse como un procedimiento administrativo autónomo.

En definitiva, la Sentencia concluye que en la medida en que la 
imposición de penalidades se trata de una decisión ejecutiva, «si 
bien  acordada  en  el  curso  del  procedimiento  de  ejecución  del 
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contrato, prevista en los contratos a modo de estipulación accesoria 
cuya regulación mínima se agota, en este caso en el artículo    192   
LCSP, dicha figura no precisa de la aplicación supletoria de las 
normas previstas en la vigente LPAC/2015).

No puede existir indefensión por insuficiente motivación, cuando, 
además de dar traslado de los incumplimientos y las penalidades 
impuestas  por  el  Responsable  del  Contrato,  y  ampliar  plazo  de 
audiencia  a  petición  de  la  interesado  para  responder  a  dichos 
incumplimientos, esta Administración concedía plazo para consultar 
el expediente, no accediendo al mismo en los plazos otorgados y 
limitándose simplemente a presentar las alegaciones que han estimado 
convenientes a su derecho.

En  definitiva,  mediante  el  trámite  de  audiencia  otorgado  se  ha 
garantizado  que  la  empresa  FCCMA  haya  podido  personarse  en  el 
expediente, y haya sido escuchada antes de dictar la correspondiente 
propuesta  de  resolución  una  vez  contestadas  las  alegaciones 
formuladas por dicha empresa.

Por  lo  que  a  la  vista  del  informe  de  fecha  26.08.2024  del 
responsable  del  Contrato,  así  como  el  emitido  por  el  Jefe  de 
Contratación, se propone al órgano de contratación la  siguiente 
Propuesta de Resolución. 

Primero.- Desestimar  las  alegaciones  presentadas  por  D.  XXXX, 
(XXXX), en representación de la empresa FCC MEDIO AMBIENTE S.A., 
con  CIF  XXXX  y  correo  electrónico  a  efectos  de  notificación 
notifica@fcc.es, y ello en base a lo expuesto en el informe emitido 
por el Responsable del Contrato y transcrito íntegramente en el 
presente informe, así como las consideraciones jurídicas  segunda y 
tercera anteriormente expuestas.

Segundo.- Imponer al contratista por: 

- Incumplimiento en la frecuencia de recogida de la fracción resto, 
envases, papel-cartón.
- Incumplimiento en el mantenimiento de los contenedores.
- Incumplimiento en la limpieza de papeleras.
- Incumplimiento en la limpieza de pintadas.
- Incumplimiento en el uso de materiales como telefonía, PRL y 
formación del personal.
- Incumplimiento en la dotación de cuartelillo de La Herradura.
- Incumplimiento en el calibrado del pesaje y funcionamiento de 
volumétricos.

La aplicación de las siguientes penalidades
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- Asciende el importe a la cantidad de 122.463,42 euros, a lo que 
hay que sumar las cantidades correspondientes a las partidas de IVA, 
gastos generales y gastos de producción. Dichas cantidades se harán 
efectivas mediante deducción de las cantidades que, en concepto de 
pago total o parcial, deban abonarse al contratista, o sobre la ga-
rantía que, en su caso, se hubiese constituido, cuando no puedan de-
ducirse de los mencionados pagos.

Tercero. - Dar traslado de la presente Resolución a FCC MEDIO AM-
BIENTE S.A.,  con CIF XXXX, como adjudicataria del contrato mixto de 
concesión de los servicios de recogida y transporte de residuos só-
lidos urbanos, limpieza viaria y de playas del Municipio de Almuñé-
car.
No obstante, el órgano de contratación acordará lo que estime perti-
nente.

Vista  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  la  propuesta 
Director del servicio de Contratación, la Junta de Gobierno Local, 
por unanimidad de los asistentes, acuerda:

Primero.- Desestimar  las  alegaciones  presentadas  por  D.  XXXX, 
(XXXX), en representación de la empresa FCC MEDIO AMBIENTE S.A., 
con  CIF  XXXX  y  correo  electrónico  a  efectos  de  notificación 
notifica@fcc.es, y ello en base a lo expuesto en el informe emitido 
por el Responsable del Contrato y transcrito íntegramente en el 
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presente informe, así como las consideraciones jurídicas  segunda y 
tercera anteriormente expuestas.

Segundo.- Imponer al contratista por: 

- Incumplimiento en la frecuencia de recogida de la fracción resto, 
envases, papel-cartón.
- Incumplimiento en el mantenimiento de los contenedores.
- Incumplimiento en la limpieza de papeleras.
- Incumplimiento en la limpieza de pintadas.
- Incumplimiento en el uso de materiales como telefonía, PRL y 
formación del personal.
- Incumplimiento en la dotación de cuartelillo de La Herradura.
- Incumplimiento en el calibrado del pesaje y funcionamiento de 
volumétricos.

La aplicación de las siguientes penalidades

- Asciende el importe a la cantidad de 122.463,42 euros, a lo que 
hay que sumar las cantidades correspondientes a las partidas de IVA, 
gastos generales y gastos de producción. Dichas cantidades se harán 
efectivas mediante deducción de las cantidades que, en concepto de 
pago total o parcial, deban abonarse al contratista, o sobre la ga-
rantía que, en su caso, se hubiese constituido, cuando no puedan de-
ducirse de los mencionados pagos.



Tercero. - Dar traslado de la presente Resolución a FCC MEDIO AM-
BIENTE S.A.,  con CIF XXXX, como adjudicataria del contrato mixto de 
concesión de los servicios de recogida y transporte de residuos só-
lidos urbanos, limpieza viaria y de playas del Municipio de Almuñé-
car.

3º.- Expediente Contratación 255/2009; Cambio de titularidad de pla-
za A-64 Aparcamiento subterráneo del Paseo de Velilla

Se da cuenta de la propuesta de acuerdo del Director del Servicio de 
Contratación, siguiente:

INFORME DE CONTRATACIÓN

ASUNTO.- Expte. 255/2009 de contratación incoado para adjudicación 
mediante  concesión  de  plazas  de  aparcamiento  en  Paseo  de  San 
Cristóbal y Paseo de Velilla.

Por el Ayuntamiento Pleno de fecha 8 de septiembre de 2009 se acordó 
delegar en la Junta de Gobierno Local las competencias necesarias 
para  la  adjudicación  provisional  y  definitiva  de  las  plazas  de 
aparcamientos  ofertadas  en  Paseo  de  Velilla  y  Paseo  de  San 
Cristóbal, hasta la ocupación total de dichos aparcamientos, así 
como  facultar  al  Alcalde  para  la  firma  de  los  correspondientes 
contratos.

Visto que es obligación del adjudicatario comunicar al Ayuntamiento 
cualquier  cambio  respecto  a  la  titularidad  de  la  plaza  de 
aparcamiento adjudicada, y comprobado que no existe inconveniente 
para ello, procedería: 

PRIMERO.- Cambiar la titularidad de la plaza de aparcamiento n.º A-
64 del Paseo de Velilla, de XXXX, con DNI n.º XXXX, a favor de XXXX 
con DNI n.º XXXX, con domicilio en XXXX (Granada). 

SEGUNDO.- Cuantos gastos e impuestos se deriven del presente acuerdo 
serán sufragados íntegramente por el nuevo adjudicatario. La Junta 
de Gobierno, con su superior criterio, Acordará lo que estime más 
procedente.

Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta del 
Director del Servicio de Contratación, la Junta de Gobierno Local, 
por unanimidad de los asistentes, acuerda:

PRIMERO.- Cambiar la titularidad de la plaza de aparcamiento n.º A-
64 del Paseo de Velilla, de XXXX, con DNI n.º XXXX, a favor de DON 
XXXX con DNI n.º XXXX, con domicilio en XXXX (Granada). 

SEGUNDO.- Cuantos gastos e impuestos se deriven del presente acuerdo 
serán sufragados íntegramente por el nuevo adjudicatario. La Junta 
de Gobierno, con su superior criterio, Acordará lo que estime más 
procedente.

4.- Expediente 7263/2022; Responsabilidad Patrimonial a instancia de 
A.I.L.S. 



Se  da  cuenta  de  la  propuesta  de  acuerdo  de  la  Oficial  Mayor, 
siguiente:

INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN QUE EMITE LA INSTRUCTORA DEL EXPE-
DIENTE, DOÑA SUSANA MUÑOZ AGUILAR EN REFERENCIA A LA RECLAMACIÓN DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL PRESENTADA

De  conformidad  con  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
y  la  Ley  40/2015  de  1  de  octubre  de  Régimen  Jurídico  de  las 
Administraciones  Públicas,  en  relación  con  el  expediente  n.º 
7263/2022 que se está tramitando en el Ayuntamiento y sobre la base 
de los siguientes,

ANTECEDENTES

PRIMERO:  Mediante  instancias  con  número  de  registro  general  de 
entrada  2022-E-RC-6904  de  fecha  31/08/2022,  doña  XXXX  presentó 
reclamación patrimonial frente al Ayuntamiento por los siguientes 
hechos:

“Caída en calle Unidad junto kiosco de helados”

A la solicitud se adjunta informe de alta de urgencias, reserva de 
hotel  y  fotografías  del  lugar  de  los  hechos  y  de  las  lesiones 
producidas:

El informe de urgencias recoge “dolor e hinchazón de pie derecho 
tras traumatismo en vía pública.



(Fotografías aportadas por la interesada)

SEGUNDO: Se dio traslado a la compañía aseguradora Mapfre, para 
apertura  de  siniestro  núm.  XXXX,  y  con  fecha  de  notificación 
01/09/2022 se le comunicaron los efectos de lo establecido en el ar-
tículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Ad-
ministrativo Común de las Administraciones Públicas y se le dio 
traslado de los extremos del artículo 68 de la Ley 39/2015, con el 
fin de que subsanara su solicitud aportando: 

- La evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, acompa-
ñada de informe correspondiente, y/o aportando facturas originales.
 
- Cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen oportu-
nos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que 
pretenda valerse el reclamante.

Indicándole igualmente, que de conformidad con el artículo 68.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se le requiere para que en el plazo 
de diez días subsane dicha deficiencia, advirtiéndole que, si así no 
lo  hiciera,  se  le  tendrá  por  desistido  de  su  petición,  previa 
resolución.



TERCERO: Con registro de entrada 2022-E-RC-7588 de fecha 21/09/2022 
se recibe contestación al requerimiento de subsanación siguiente: 

“PRIMERA.-  En  relación  a  la  evaluación  económica  de  la 
responsabilidad patrimonial.- Para aportar como Documentos Número 
Dos,  citas  médicas  de  la  lesionada  para  los  días  15  y  16  de 
septiembre de 2022 en el Servicio de Traumatología del Hospital 
Universitario Ramón y Cajal de Madrid, de las lesiones sufridas por 
la lesionada, el Informe de Evolución de fecha de 16 de septiembre 
de 2022 se comprueba las lesiones descritas que padece la lesionada 
con nuevo control en 3 semanas para RX de control, y la cita nueva 
para el próximo día 7 de octubre de 2022.- 

Por lo que las lesiones, secuelas y padecimiento de la lesionada 
XXXX, NO PUEDEN SER CUANTIFICADAS NI VALORADAS ECONOMICAMENTE en 
este momento procesal, por cuanto que la lesionada continúa en la 
actualidad de baja médica, y pendiente de más revisiones de control 
y de RX y otras citas médicas, por los Servicios médicos, sin estar 
recuperada, por lo que no podemos valorar de manera económica en la 
actualidad  las  lesiones  y  secuelas  sufridas  a  consecuencia  del 
accidente sufrido.- 

Se dejan designados los archivos del Servicio de Traumatología del 
Hospital  Universitario  Ramón  y  Cajal  de  Madrid  a  los  efectos 
probatorios oportunos.- 

SEGUNDA.- En cuanto a la presunta relación de causalidad entre éstas 
y el funcionamiento del servicio público.- La existencia de un nexo 
causal  entre  el  daño  y  el  funcionamiento  del  servicio  público 
municipal, resulta evidente, ya que el daño se ha producido en el 
ámbito del funcionamiento de los servicios públicos en el sentido 
amplio y no técnico en que se entiende tal concepto.- 

La relación de causalidad entre el daño sufrido por la compareciente 
y  el  funcionamiento  del  Excelentísimo  Ayuntamiento  de  Almuñécar, 
está clara, ya que es obligación de todas las entidades locales 
tener en perfecto estado de funcionamiento y de conservación los 
bienes y servicios de los que son titulares, al objeto de preservar 
la seguridad e integridad física de los usuarios de los mismos.- 

TERCERA.- Cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen 
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de 
que pretenda valerse la reclamante.- 

*  TESTIGOS.- Venimos a acompañar como Documentos Número Tres, las 
DECLARACIONES JURADAS por escrito de los testigos presenciales del 
accidente sufrido por la lesionada, así como la copia de los DNI de 
cada uno de ellos. Los testigos son los siguientes:
 
1º XXXX, mayor de edad, con DNI XXXX, esposo de la lesionada, con el 
mismo domicilio a efectos de notificaciones.-

2º XXXX, mayor de edad, con DNI XXXX, hijo de la lesionada, con el 
mismo domicilio a efectos de notificaciones.- 

3º Al derecho de esta parte interesa que se proceda a identificar 
por parte este Ayuntamiento de Almuñécar a través de su archivos, 
dándose traslado de su resultado a esta representación, al XXXX, 
sito  en  la  Calle  Unidad  de  La  Herradura,  a  fin  de  tomarles 



DECLARACIONES  en  CALIDAD  DE  TESTIGOS  PRESENCIALES  de  los  hechos 
denunciados y de la caída sufrida por la lesionada.- 

Al día siguiente de la caída, mi esposo se encontró con la pareja 
del concesionario Laura, que también estaba presente el día de los 
hechos, y le manifestó dicha persona que ya habían ocurrido al menos 
15 caídas accidentes como el de la suscribiente, por lo que se 
interesa que dichas personas se citen a fin de proceder a practicar 
dichas testificales.- 

* MÁS DOCUMENTAL, consistente en pruebas fotográficas: 

Documentos Número Cuatro, FOTOS DEL KIOSKO DE NOCHE, de la Calle 
Unidad de La Herradura donde se produjo el accidente.- 

Documento  Número  Cinco,  FOTO  KIOSKO  situado  en  el  Paseo  Andrés 
Segovia, esquina con Calle Olmos de La Herradura junto al Hotel Los 
Fenicios,  donde  se  puede  comprobar  que  el  kiosko  se  encuentra 
colocado correctamente y con relleno para seguridad de los clientes 
y viandantes.-

*  MAS DOCUMENTAL, Consistente en que se requiera al Servicio de 
Urbanismo  y  Obras  Públicas  del  Excelentísimo  Ayuntamiento  de 
Almuñécar, a fin de que por dicho Servicio se emita informe en 
relación al estado de la zona donde está situado el kiosko existente 
en la Calle Unidad de La Herradura, y asimismo certifiquen si el 
desnivel  existente  entre  el  firme  del  mencionado  lugar,  donde 
resultó lesionada XXXX, en fecha de 29 de agosto de 2.022, y el 
resto del firme se encuentra entre los limites contemplados en la 
legislación  y  normativa  que  resulte  de  aplicación;  y  de  otras 
posibles  reclamaciones,  quejas  o  escritos  relacionados  con 
accidentes sufridos por viandantes y usuarios en dicho lugar.- 

Por  lo  cual  en  dicho  informe  requerido  se  debe  argumentar 
fundamentalmente, si la solución técnica adoptada para dicho lugar 
¿supone o no una barrera arquitectónica?, ¿qué criterios técnicos 
primaron para adoptar dicha solución?, ¿qué criterios se utilizaron? 
(fotografías aportadas en la Reclamación Inicial de Responsabilidad 
Patrimonial y las aportadas con este escrito) y las razones por las 
que esta solución fue la adoptada, y no como la que se adoptó junto 
la Kiosko sito en el Paseo Andrés Segovia esquina Calle Olmos junto 
al Hotel Los Fenicios de La Herradura, con el relleno para seguridad 
de los usuarios y viandantes, (ver fotografía aportada con este 
escrito), impidiendo su función.-

*  MÁS DOCUMENTAL.- Consistente en que por el Señor Secretario de 
este Excelentísimo Ayuntamiento de Almuñécar, se CERTIFIQUE, si se 
han presentado más Reclamaciones de Responsabilidad Patrimonial por 
los mismos hechos y lesiones-accidentes sufridos por personas, en el 
mismo lugar que el ocurrido por la suscribiente.- 

*  MÁS  DOCUMENTAL,  Consistente  en  que  por  este  Excelentísimo 
Ayuntamiento de Almuñécar, a través del Señor Secretario, se nos 
facilite  y  se  nos  de  traslado  de  los  datos  de  la  Compañía 
Aseguradora que tiene concertada para cubrir las Responsabilidades 
Civiles e Indemnizaciones derivadas para este tipo de accidentes, y 
asimismo  se  de  traslado  de  la  presente  Reclamación  de 
Responsabilidad Patrimonial a la Compañía Aseguradora.-

*  MAS  DOCUMENTAL,  Consistente  en  que  tenga  por  reproducida  y 
enteramente eficaz la documentación aportada con el Escrito inicial 



de Reclamación de Responsabilidad Patrimonial y de los aportados con 
el presente, lo cuáles volvemos a dejar indicados en el cuerpo del 
presente escrito.-

Por todo lo expuesto y en su virtud, 

AL  EXCELENTÍSIMO  AYUNTAMIENTO  DE  ALMUÑECAR  -NEGOCIADO  DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL-SOLICITO: Que, teniendo por presentado 
este escrito, junto con los documentos que en el mismo se acompañan, 
se  sirva  admitirlos  uno  y  otros,  tenga  por  hechas  las 
manifestaciones que en el mismo se contienen, y por evacuado, en 
tiempo y forma, el traslado conferido mediante Resolución notificada 
el  pasado  día  5  de  septiembre  de  2.022,  en  el  Expediente  de 
Reclamación de Responsabilidad Patrimonial nº 7263/2022, y previos 
los trámites legales de rigor, se sirva dictar en su día Resolución 
por  la  que  se  acuerde  tener  por  aportados  todos  los  documentos 
médicos  de  la  lesionada,  las  declaraciones  de  los  testigos 
indicados, fotografías, y tenga por propuestos lo medios de prueba 
indicados, y se acceda a la práctica de cada uno de ellos.-

OTROSI PRIMERO DIGO: Que, otorga la representación al Letrado  Don 
José  Martín  Lahora,  Colegiado  nº  05183  perteneciente  al  Ilustre 
Colegio de Abogados de Granada, con despacho profesional sito en la 
Calle  Cartuja  nº  21  Bajo,  18600  Motril,  Granada,  teléfono 
958.60.21.54,  móvil  687.00.60.21,  mail  5183@icagr.es,  tal  y  como 
consta en la Autorización Expresa, que se acompaña como Documento 
Número Uno al presente escrito, confiriéndole poder tan amplio como 
sea preciso.-

Por lo que nuevamente,

AL  EXCELENTÍSIMO  AYUNTAMIENTO  DE  ALMUÑECAR  -NEGOCIADO  DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL-SOLICITO: Que, tenga por efectuado el 
otorgamiento de la representación que antecede, proveyendo en su 
momento lo oportuno.-“

CUARTO:  Con  fecha  de  notificación  02/06/2023  se  le  comunicó 
Resolución de Alcaldía con número de Decreto 2023-2179 admitiendo a 
trámite la reclamación presentada por la interesada.

QUINTO:  Con fecha 01/06/2023 se solicita informe al Servicio de 
Ingeniería, el cual es emitido por el Ingeniero Técnico de Obras 
Públicas,  con  fecha  01/06/2023,  y  cuyo  tenor  literal  es  el 
siguiente:

“1.  Que  en  este  Servicio  de  Ingeniería  e  Infraestructuras  del 
Ayuntamiento de Almuñécar, no se tiene constancia ni conocimiento de 
este suceso hasta la recepción de esta notificación, ni de otros 
similares que hayan podido ocurrir en el emplazamiento citado, a 
pesar de ser un elemento (el quiosco) que se instala todos los años 
en la misma ubicación desde hace bastante tiempo. 

2. Que el pavimento, tanto el bordillo como el acerado se encuentran 
en buen estado. 

3. Que el bordillo no supone una barrera arquitectónica, puesto que 
se encuentra formando un vado para paso de peatones, cumpliendo 
el Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que se aprueba el 
reglamento que regula las normas para la accesibilidad en las 



infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte en 
Andalucía. 

4.  Que  el  bordillo  no  se  encuentra  en  el  sentido  natural  de 
circulación peatonal para el cruce de la calle. 

5. Que los bordillos son elementos del pavimento que no hay que 
señalizar. 

Lo que se informa para su conocimiento.”

SEXTO: Con fecha 05/06/2023 se puso en conocimiento de la interesada 
la finalización de la fase de instrucción, dando paso al trámite de 
audiencia, concediéndole un plazo de diez días, quedando de mani-
fiesto el expediente para obtener copias, formular alegaciones y 
presentar los documentos y justificaciones que estime procedentes.

SÉPTIMO: Con fecha 16/06/2023 y registro de entrada 2023-E-RC-5036, 
se presentan las siguientes alegaciones al trámite de audiencia:

“UNICA.- En cuanto al Informe emitido por el Ingeniero de Obras Pú-
blicas del Servicio de Ingeniería e Infraestructuras del Ayuntamien-
to de Almuñécar.- Para manifestar nuestra total disconformidad con 
lo expresado en dicho Informe, dicho sea con los debidos respetos y 
en estrictos términos de defensa, discrepando del mismo, dado que la 
realidad de lo allí existente donde ocurrió el siniestro de nuestra 
representada es bastante distinto de lo contenido en dicho informe, 
por cuanto que si el bordillo y el acerado hubieran estado en per-
fectas condiciones de conservación por parte de los Servicios Muni-
cipales de este Ayuntamiento, no se habría producido el fatal acci-
dente, con las lesiones tan graves que sufrió nuestra mandante; de 
igual manera tenemos la certeza, y así nos lo comentaron los adjudi-
catarios del kiosco donde resultó lesionada nuestra patrocinada, que 
habían ocurrido allí más de 15 caídas y accidentes, si bien por lo 
que sea dichas personas no iniciaron reclamación de responsabilidad 
patrimonial contra este ayuntamiento, pero que accidentes ha habido 
y bastantes.-

En relación a la cuantificación económica de la responsabilidad pa-
trimonial a consecuencia del accidente sufrido por nuestra mandan-
te.- Aportada toda la documentación médica y de perjuicios persona-
les en anteriores escritos presentados por esta parte, las lesiones, 
secuelas, padecimientos, facturas, gastos y demás perjuicios econó-
micos soportados por la lesionada XXXX, a consecuencia del accidente 
sufrido en fecha de 29 de agosto de 2.022, se han a CUANTIFICADO Y 
VALORARADO ECONOMICAMENTE, en este momento procesal, en las siguien-
tes cantidades:

* Días de Baja (54), Rehabilitación de la Lesionada, Secuelas a 
consecuencia de la Fractura del Quinto Metatarsiano del pie derecho, 
limitación  de  movimiento  del  tobillo  derecho  y  limitación  del 
movimiento del pie derecho ............................. 14.492,49 € 
*Factura Ortopedia ......................................... 28,50 € 
* Factura Farmacia ......................................... 19,75 € 
*Gastos cancelación viaje Turquía NO REEMBOLSABLE .......... 1.900 € 
*Perjuicio nómina septiembre 2.022 ........................ 248,78 € 
*Viaje al Hotel Los Fenicios La Herradura (Almuñécar) 27-08-22 / 03-
09-22 no disfrutado y tampoco reembolsable .............. 1.334,08 € 
Total Indemnización .................................... 18.023,60 €



En cuanto a la presunta relación de causalidad entre las lesiones 
sufridas por nuestra representada y el funcionamiento del servicio 
público.-  La  existencia  de  un  nexo  causal  entre  el  daño  y  el 
funcionamiento del servicio público municipal, resulta evidente, ya 
que el daño se ha producido en el ámbito del funcionamiento de los 
servicios públicos en el sentido amplio y no técnico en que se 
entiende tal concepto.-

La relación de causalidad entre el daño sufrido por la compareciente 
y el funcionamiento del Excelentísimo Ayuntamiento de Almuñécar, es-
tá clara, ya que es obligación de todas las entidades locales tener 
en perfecto estado de funcionamiento y de conservación los bienes y 
servicios de los que son titulares, al objeto de preservar la segu-
ridad e integridad física de los usuarios de los mismos.-
 
Se vuelven a reproducir los medios de prueba de la reclamante, tales 
como  testigos  y  sus  declaraciones  juradas,  pruebas  fotográficas 
aportadas como documentos en nuestros anteriores escritos, traslado 
de los datos de la Compañía Aseguradora que tiene concertada para 
cubrir las Responsabilidades Civiles e Indemnizaciones derivadas pa-
ra este tipo de accidentes, y asimismo se de traslado de la presente 
Reclamación de Responsabilidad Patrimonial a la Compañía Asegurado-
ra, así como tener por reproducida y enteramente eficaz toda la do-
cumentación aportada por esta parte en todos sus escritos anterio-
res.- 

Por todo lo expuesto y en su virtud, 

AL  EXCELENTÍSIMO  AYUNTAMIENTO  DE  ALMUÑECAR  -NEGOCIADO  DE 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL-SOLICITO: Que, teniendo por presentado 
este  escrito,  se  sirva  admitirlo,  tenga  por  hechas  las 
manifestaciones que en el mismo se contienen, y por evacuado, en 
tiempo y forma, el traslado conferido mediante Resolución de Trámite 
de Audiencia notificada el pasado día 5 de junio de 2.023, en el 
Expediente  de  Reclamación  de  Responsabilidad  Patrimonial  nº 
7263/2022, y por formuladas las presentes ALEGACIONES, y previos los 
trámites legales de rigor, se sirva dictar en su día Resolución, 
estimándose la presente reclamación de responsabilidad patrimonial, 
y  se  acuerde  indemnizar  a  la  lesionada  XXXX  en  la  cantidad  de 
DIECIOCHO MIL VEINTITRES EUROS CON SESENTA CENTIMOS (18.023,60 €).-“

OCTAVO:  Con  fecha  12/07/2023  se  solicita  de  nuevo  informe  al 
Servicio de Ingeniería, el cual es emitido por el Ingeniero Técnico 
de Obras Públicas, con fecha 20/07/2023, y cuyo tenor literal es el 
siguiente:

“1. Que este facultativo se ratifica en todos los puntos de su 
informe anterior. Además, se informa: 

2. Que la alegación presentada basa su disconformidad al informe 
anterior centrándose en el mal estado del acerado y el bordillo. 

Que efectuada visita al emplazamiento el día 14/07/2023, se vuelve a 
ratificar que tanto el bordillo como el pavimento del acerado se 
encuentran en buen estado de conservación, siendo los mismos que en 
la  fecha  cuando  ocurrieron  los  hechos.  Además,  estos  elementos 
cumplen los parámetros del Decreto 293/2009, de 7 de julio. 



4. Que se aportan imágenes del bordillo y el acerado, donde se puede 
observar la altura y el buen estado de conservación de los mismos.

NOVENO:  Con  fecha  28/07/2023,  en  vista  del  nuevo  informe  de 
Ingeniería  emitido  respecto  de  las  alegaciones  presentadas,  se 
vuelve a dar trámite de audiencia, concediéndole un plazo de diez 
días,  quedando  de  manifiesto  el  expediente  para  obtener  copias, 
formular alegaciones y presentar los documentos y justificaciones 
que estime procedentes.
 
DÉCIMO:  Con fecha 01/08/2023 y registro de entrada 2023-E-RC-6427, 
se presentan nuevas alegaciones reiterándose en las ya manifestadas 
y solicitando una indemnización de 18.023,60 €. 

DÉCIMOPRIMERO: Se han realizado todos los actos de instrucción que 
son necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de 
los datos, en virtud de los cuales se va a proceder a realizar la 
propuesta de resolución.

INFORME:

PRIMERO: Según dispone el artículo 67 de la Ley 39/2015 “El derecho 
a reclamar prescribe al año de producido el hecho o el acto que 
motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo”, por lo 



que  la  solicitud  está  presentada  dentro  del  plazo  establecido, 
debiéndose tener en cuenta la fecha de sanación de las heridas. 
SEGUNDO: Los  particulares  tendrán  derecho  a  ser  indemnizados 
“siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de los servicios públicos”, es decir, para que nazca la 
exigencia  de  responsabilidad  patrimonial  a  la  Administración,  es 
imprescindible  que  exista nexo  causal (Sentencia  del  Tribunal 
Supremo de 18 de julio de 2012).

Tal y como estableció la Sentencia de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 
743), y ha venido reiterando la jurisprudencia posterior, así la 
Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 3ª de lo Contencioso-Adminis-
trativo de 24 de enero de 2007: 
“Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 
Administración son precisos los siguientes requisitos: 

 La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económi-
camente e individualizado en relación a una persona o grupo de 
personas. 

 Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal (es indife-
rente la calificación) de los servicios públicos en una rela-
ción directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin 
intervención de elementos extraños que pudieran influir, alte-
rando, el nexo causal. 

 Ausencia de fuerza mayor. 

 Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 
daño cabalmente causado por su propia conducta.” 

TERCERO: Con respecto al primer requisito, “la efectiva realidad del 
daño  o  perjuicio,  evaluable  económicamente  e  individualizado  en 
relación a una persona o grupo de personas”, la interesada no ha 
aportado informe pericial médico, indicando únicamente la siguiente 
valoración junto con citas médicas (artículo 67.2 de la Ley 39/15, 
de 1 de octubre de PACAP): 

* Días de Baja (54), Rehabilitación de la Lesionada, Secuelas a 
consecuencia de la Fractura del Quinto Metatarsiano del pie derecho, 
limitación  de  movimiento  del  tobillo  derecho  y  limitación  del 
movimiento del pie derecho ............................. 14.492,49 € 
*Factura Ortopedia ......................................... 28,50 € 
* Factura Farmacia ......................................... 19,75 € 
*Gastos cancelación viaje Turquía NO REEMBOLSABLE .......... 1.900 € 
*Perjuicio nómina septiembre 2.022 ........................ 248,78 € 
*Viaje al Hotel Los Fenicios La Herradura (Almuñécar) 27-08-22 / 03-
09-22 no disfrutado y tampoco reembolsable .............. 1.334,08 € 
Total Indemnización .................................... 18.023,60 €

En  cuanto  a  la  evaluación  económica,  la  Ley  35/2015  de  22  de 
diciembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y 
perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, 
establece  en  su  artículo  37  la  necesidad  de  que  exista  informe 
médico para la determinación y medición de las secuelas: 



“La  determinación  y  medición  de  las  secuelas  y  de  las  lesiones 
temporales ha de realizarse mediante informe médico ajustado a las 
reglas de este sistema.” 

Así, los informes periciales médicos, tienen por objeto determinar 
la existencia y entidad de los distintos conceptos indemnizatorios 
relacionados con los daños corporales del perjudicado ajustándose al 
sistema  establecido  en  el  nuevo  baremo  introducido  por  la  Ley 
35/2015, siendo periciales, porque sus conclusiones están basadas en 
la  ciencia  y  en  la  práctica  médicas,  por  lo  que  son  los 
profesionales  de  la  salud  quienes  están  capacitados  para  su 
elaboración, y no los abogados.

Con  respecto  a  las  lesiones  temporales,  la  primera  cuestión 
controvertida es determinar el período temporal de este concepto, 
siendo fácil fijar el término inicial de las lesiones temporales 
(día del siniestro) pero mucho más difícil determinar el término 
final  al  referirse  a  dos  posibles  situaciones:  finalización  del 
proceso curativo o estabilización de la lesión y su conversión en 
secuela, hechos en los que sólo la ciencia médica nos puede informar 
cuándo el tratamiento médico ha conseguido su efecto terapéutico 
completo de tal modo que se ha producido la curación total del 
perjudicado o cuando el tratamiento médico ha dejado de tener un 
efecto terapéutico porque ya no progresa en la curación y pasa a 
tener un efecto meramente paliativo. En consecuencia, el informe 
pericial médico deberá precisar los días que comprenden las lesiones 
temporales sin hacer referencia en ningún caso al concepto de días 
de baja laboral.

Y  en  el  mismo  sentido,  en  relación  con  las  secuelas,  debemos 
diferenciar el perjuicio personal y el perjuicio patrimonial, y el 
médico forense habrá de relacionar cada una de las que padece el 
lesionado. 

Debe recordarse aquí que la carga de la prueba de los presupuestos 
que hacen nacer la responsabilidad indemnizatoria, recae en quien la 
reclama, tal y como establecieron las Sentencias del TS de 19 de 
junio de 2007 y de 9 de diciembre de 2008, entre otras, y conforme 
el principio de carga de la prueba establecido en el art. 217 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, por lo que es de 
obligado  cumplimiento  que  en  el  expediente  conste  la  actividad 
probatoria necesaria para cuantificar el daño padecido, siendo el 
reclamante el que ha de aportar los medios de prueba de los que 
quiera hacerse valer.

En este sentido, el principio general, inferido del artículo 217 de 
la LEC, que atribuye la carga de la prueba a aquél que sostiene el 
hecho ("semper necesitas probandi incumbit illi qui agit") así como 
los principios consecuentes recogidos en los brocardos que atribuyen 
la carga de la prueba a la parte que afirma, no a la que niega ("ei 
incumbit probatio qui dicit non qui negat") y que excluye de la 
necesidad  de  probar  los  hechos  notorios  ("notoria  non  egent 
probatione") y los hechos negativos ("negativa no sunt probanda"). 
Por ello, se ha de partir del criterio de que cada parte soporta la 
carga de probar los datos que, no siendo notorios ni negativos y 
teniéndose por controvertidos, constituyen el supuesto de hecho de 
la norma cuyas consecuencias jurídicas invoca a su favor (por todas, 
sentencias de la Sala de lo Contencioso- Administrativo del TS de 27 
de noviembre de 1985, 9 de junio de 1986, 22 de septiembre de 1986, 
29 de enero y 19 de febrero de 1990, 13 de enero, 23 de mayo y 19 de 
setiembre de 1997, 21 de setiembre de 1998). Y ello sin perjuicio de 



que la regla pueda intensificarse o alterarse, según los casos, en 
aplicación del principio de la buena fe en su vertiente procesal, 
mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de hecho que 
resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (SSTS (sala 3ª) de 29 de enero, 5 
de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, entre 
otras).  En  consecuencia,  es  a  la  parte  demandante  a  quien 
corresponde,  en  principio,  la  carga  de  la  prueba  sobre  las 
cuestiones  de  hecho  determinantes  de  la  existencia,  de  la 
antijuridicidad, del alcance y de la valoración económica de la 
lesión, así como del sustrato fáctico de la relación de causalidad 
que permita la imputación de la responsabilidad a la Administración. 
A ésta le incumbirá, por el contrario, la acreditación de los hechos 
por  ella  alegados  que  nieguen  o  desvirtúen  las  alegaciones  del 
actor.

Y la Sentencia del TSJ Andalucía (Sevilla) (Contencioso), sec. 4ª, 
de 04-04- 2018, nº 341/2018, rec. 526/2016:

“El art. 217.2 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, dispone 
con claridad que corresponde al actor la carga de probar la certeza 
de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las 
normas  jurídicas  a  ellos  aplicables,  el  efecto  jurídico 
correspondiente a las pretensiones de la demanda. Es por tanto al 
que  reclama,  en  los  supuestos  de  responsabilidad  patrimonial,  a 
quien  corresponde  acreditar  los  hechos  y  circunstancias 
determinantes  y  necesarios  para  la  afirmación  de  dicha 
responsabilidad, entre otros, los correspondientes a la prueba de la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público 
y el efectivo daño producido. Lo que sucede es que, en virtud de lo 
que señala el apartado 6º del art. 217 LEC, es en la aplicación 
concreta de esta regla sobre carga de la prueba donde el juzgador 
deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que 
corresponda a cada una de las partes en litigio. Una cosa es, por 
tanto,  la  carga  de  la  prueba  (que  en  el  presente  supuesto 
corresponde al reclamante) y otra las reglas de valoración de los 
elementos probatorios para afirmar si se ha cumplido con la citada 
carga y que se mueven en la órbita de la facilidad y disponibilidad 
probatoria”.

En el presente caso, la parte interesada no acredita las lesiones y 
secuelas y lo que es más importante, los puntos que corresponden a 
las  secuelas  que  es  la  única  forma  de  cuantificar  la  posible 
responsabilidad  patrimonial,  pese  a  la  petición  de  subsanación 
efectuada por parte de la Administración,

CUARTO:  Con  respecto  al  requisito  de  que  el  daño  o  lesión 
patrimonial  sufrida  por  el  reclamante  sea  consecuencia  del 
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos en una 
relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin 
intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, 
el nexo causal, debemos traer a colación los dos informes técnicos 
emitidos por el Ingeniero Técnico de Obras Públicas municipal.

Conviene recordar la afirmación ampliamente repetida por tribunales 
y  consejos  consultivos  de  que  la  Administración  no  puede  ser 
culpable de cualquier daño que los ciudadanos sufran por el mero 
tránsito por las vías públicas, siendo necesario valorar si el daño 
se hubiese podido evitar deambulando con la atención correcta. Así, 
la sentencia de 13 de abril de 1999 (RJ 1999, 4515), recoge la falta 
de atención del perjudicado, "lesión producida a un peatón por la 



caída en la calzada al tropezar con desnivel visible, por falta de 
atención del reclamante".

En este caso, el daño que se ha producido puede haberse debido a una 
falta de negligencia debida al viandante, o a la pericia del mismo. 
Así, la cuestión se traduce en verificar la trascendencia de la 
conducta de la víctima en la producción del daño, o la negligencia, 
siempre  que  estas  circunstancias  hayan  sido  determinantes  de  la 
existencia de la lesión y la consiguiente obligación de soportarlas 
en todo o en parte (SS. de 11 de abril de 1986 [RJ 1986, 2633]; 27 
de abril de 1996 [RJ 1996, 3605] y 7 de octubre de 1997 [RJ 1997, 
7393]). 

Con respecto a la imputabilidad de la Administración, el Tribunal 
Supremo en sentencia de 5 de junio de 1998 vino a señalar que la 
prestación  de  un  servicio  público  por  la  Administración  y  la 
titularidad por parte de ésta de la infraestructura material no 
implica  que  el  vigente  sistema  de  responsabilidad  patrimonial 
objetiva  de  las  Administraciones  Públicas  convierta  a  éstas  en 
aseguradoras  universales  de  todos  los  riesgos,  con  el  fin  de 
prevenir  cualquier  eventualidad  desfavorable  o  dañosa  para  los 
administrados que pueda producirse con independencia del actuar del 
administrado, porque de lo contrario, aquel se transformaría en un 
sistema  providencialista  no  contemplado  en  nuestro  ordenamiento 
jurídico. No ha quedado acreditado igualmente en el expediente, que 
el bordillo se encuentre con desperfecto ya que el Ingeniero de 
Obras  Públicas  municipal,  ha  inspeccionado  el  mismo  por  dos 
ocasiones y ha indicado que cumple la normativa aplicable al caso.

Recordemos lo indicado en ambos informes, así: 

“1.  Que  en  este  Servicio  de  Ingeniería  e  Infraestructuras  del 
Ayuntamiento de Almuñécar, no se tiene constancia ni conocimiento de 
este suceso hasta la recepción de esta notificación, ni de otros 
similares que hayan podido ocurrir en el emplazamiento citado, a 
pesar de ser un elemento (el quiosco) que se instala todos los años 
en la misma ubicación desde hace bastante tiempo. 

2. Que el pavimento, tanto el bordillo como el acerado se encuentran 
en buen estado. 

3. Que el bordillo no supone una barrera arquitectónica, puesto que 
se encuentra formando un vado para paso de peatones, cumpliendo el 
Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que se aprueba el reglamento 
que regula las normas para la accesibilidad en las infraestructuras, 
el urbanismo, la edificación y el transporte en Andalucía. 
4.  Que  el  bordillo  no  se  encuentra  en  el  sentido  natural  de 
circulación peatonal para el cruce de la calle. 

5. Que los bordillos son elementos del pavimento que no hay que 
señalizar.”

“1. Que este facultativo se ratifica en todos los puntos de su 
informe anterior. Además, se informa: 

2. Que la alegación presentada basa su disconformidad al informe 
anterior centrándose en el mal estado del acerado y el bordillo. 

3.  Que  efectuada  visita  al  emplazamiento  el  día  14/07/2023,  se 
vuelve  a  ratificar  que  tanto  el  bordillo  como  el  pavimento  del 
acerado se encuentran en buen estado de conservación, siendo los 



mismos que en la fecha cuando ocurrieron los hechos. Además, estos 
elementos  cumplen  los  parámetros  del  Decreto  293/2009,  de  7  de 
julio.

4. Que se aportan imágenes del bordillo y el acerado, donde se puede 
observar la altura y el buen estado de conservación de los mismos.”

A este respecto la parte interesada ha tenido acceso al informe 
técnico emitido en el que se indica que el bordillo cumple normativa 
y no cuenta con desperfecto alguno, no habiendo probado la parte 
interesada ni alegado cual es el desperfecto del mismo y sin que se 
pueda apreciar. No podemos olvidar que corresponde la carga de la 
prueba a quien afirma. 

Consta  en  el  escrito  de  alegaciones  de  la  parte  interesada  al 
trámite de audiencia, tras la emisión del informe por el Ingeniero 
Técnico de Obras Públicas, lo siguiente: 

“En cuanto a la presunta relación de causalidad entre las lesiones 
sufridas por nuestra representada y el funcionamiento del servicio 
público.-  La  existencia  de  un  nexo  causal  entre  el  daño  y  el 
funcionamiento del servicio público municipal, resulta evidente, ya 
que el daño se ha producido en el ámbito del funcionamiento de los 
servicios públicos en el sentido amplio y no técnico en que se 
entiende tal concepto.- 

La relación de causalidad entre el daño sufrido por la compareciente 
y  el  funcionamiento  del  Excelentísimo  Ayuntamiento  de  Almuñécar, 
está clara, ya que es obligación de todas las entidades locales 
tener en perfecto estado de funcionamiento y de conservación los 
bienes y servicios de los que son titulares, al objeto de preservar 
la seguridad e integridad física” 

La  responsabilidad  patrimonial  de  la  Administración  requiere  la 
existencia  de  nexo  causal  entre  el  funcionamiento  del  servicio 
público y el daño causado, correspondiendo la carga de su prueba a 
los  reclamantes.  En  este  sentido  los  dictámenes  del  Consejo  de 
Estado  han sido claros.  (Dictámenes 929/2012, de 17 de enero de 
2013, 716/2013, de 18 de octubre, 612/2014, de 15 de enero de 2015, 
146/2015, de 29 de abril, 503/2016, de 29 de diciembre, y 27/2017, 
de 26 de febrero). 
El perjudicado, según la doctrina jurisprudencial tradicional, debe 
soportar la carga de probar el daño o perjuicio y la relación de 
causalidad  entre  éstos  y  la  actuación  de  la  Administración 
(Sentencias del Tribunal Supremo, por todas, de 25 de enero de 2003 
–recurso de casación 7926/1998- fundamento jurídico octavo- y 6 de 
abril de 2004 –recurso de casación 3560/1999, fundamento jurídico 
quinto D, párrafo decimosexto-).
En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de febrero 
de 2007 destaca que “es un criterio de imputación del daño al que lo 
padece la asunción de los riesgos generales de la vida (STS 21 de 
octubre de 2005 y 5 7 de enero de 2006), de los pequeños riesgos que 
la vida obliga a soportar (SSTS de 11 de noviembre de 2005 y 2 de 
marzo de 2006) o de los riesgos no cualificados, pues riesgos hay en 
todas las actividades de la vida (STS 17 de julio de 2003), en 
aplicación de la conocida regla id quod plerumque accidit (las cosas 
que ocurren con frecuencia, lo que sucede normalmente), que implica 
poner a cargo de quienes lo sufren aquel daño que se produce como 
consecuencia  de  los  riesgos  generales  de  la  vida  inherentes  al 
comportamiento  humano  en  la  generalidad  de  los  casos,  debiendo 



soportar los pequeños riesgos que una eventual falta de cuidado y 
atención comporta en la deambulación por lugares de paso”.

De  acuerdo  con  la  doctrina  expuesta,  se  hace  necesaria  una 
valoración individualizada de cada supuesto que permita apreciar si 
el  daño  alegado  es  imputable  a  la  actividad  administrativa 
desarrollada o bien concurren factores que hacen quebrar la relación 
de  causalidad  precisa  para  declarar  la  responsabilidad 
administrativa. 

A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que 
los daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal 
o anormal del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos 
necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit 
actori, el principio general sobre la carga de la prueba contenido 
en  el  artículo  217  de  la  Ley  1/2000,  de  7  de  enero,  de 
Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente para el 
régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone 
el artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá 
probar los hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la 
parte contraria. 

En  este  sentido,  los  informes  del  Ingeniero  Técnico  de  Obras 
Públicas municipal, aportados al expediente son claros, unido a que 
no existe en este Ayuntamiento, a día de la fecha, ningún expediente 
de responsabilidad patrimonial por caída en el indicado bordillo, no 
conociéndose ninguna otra ni queja al respecto por el mismo.

QUINTO: Pero es que, además, en el caso de que el bordillo tuviera 
alguna  irregularidad  insignificante,  que  los  interesados  no  han 
conseguido señalar, indicar, marcar o fotografiar, por encontrarse 
el bordillo en perfecto estado, existe numerosa jurisprudencia y 
doctrina aplicable al caso, así, el Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León manifestaba en sentencia de 23 de diciembre de 2005 
(JUR 2006\20432), que si un administrado cae al suelo a causa de una 
irregularidad  insignificante  de  la  acera,  debe  soportar  las 
consecuencias  de  esa  caída,  por  infortunada  que  sea.  No  puede 
pretender el administrado que la superficie de las aceras, o sus 
bordillos  se  encuentre  en  un  absoluto  alineamiento,  totalmente 
rasante y carente de la más nimia irregularidad. La existencia de 
irregularidades en las aceras o en sus bordillos es inevitable en 
toda población. Cierto es que sería deseable su inexistencia, pero 
entonces estaríamos exigiendo la perfección absoluta.

Tal  y  como  establece  el  Consejo  Consultivo  de  Andalucía  en  su 
dictamen número 592/2024: 

“Debe recordarse que como este Consejo ha declarado (entre otros 
muchos,  dictamen  39/2008  y  por  citar  alguno  de  los  recientes, 
667/2020), en el concreto evento dañoso "caída en vía pública", 
deben distinguirse aquellos supuestos que sean manifiesta infracción 
de los deberes de diligencia en el cuidado de la vía pública (por 
ejemplo:  grandes  socavones,  ausencia  de  señalizaciones, 
señalizaciones tan confusas que conduzcan al accidente), los cuales 
serían  una  manifestación  de  la  inobservancia  por  parte  de  la 
Administración del deber de cuidado y vigilancia que le es atribuido 
por el ordenamiento jurídico, de aquellos otros desperfectos de la 
vía pública, o consecuencia de prestación de determinados servicios, 
que deben ser soportados por los ciudadanos. No es posible pretender 
que  el  pavimento  carezca  de  fisuras  menores,  o  no  haya  alguna 
ausencia de losetas, pues tal tarea es además de imposible en la 



medida en que significaría exigir la perfección, algo ajeno al ser 
humano, inasumible desde el punto de vista del coste económico.”

Y el Consejo Consultivo de Andalucía en su dictamen número 434/2024: 
“[…]  en  nuestro  dictamen  810/2013,  en  el  que  se  resume  nuestra 
doctrina  al  advertir,  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  en  la 
materia,  que,  si  se  aceptara  un  planteamiento  maximalista,  la 
responsabilidad objetiva de la Administración se transformaría en un 
sistema  providencialista  no  contemplado  en  nuestro  ordenamiento 
jurídico (STS de 5 junio de 1998). Profundizando en lo anterior, en 
nuestro dictamen 747/2020 destacamos la importancia de examinar el 
nexo causal alegado por los reclamantes a la luz de las variadas 
circunstancias concurrentes en la producción del suceso lesivo. Se 
trata,  en  definitiva,  de  comprobar  si  el  "funcionamiento  del 
servicio" es verdaderamente determinante del daño, sin ruptura del 
nexo causal por el comportamiento de los propios reclamantes u otros 
factores (SSTS de 21 de marzo, 23 de mayo, 10 de octubre y 25 de 
noviembre de 1995; 25 de noviembre y 2 de diciembre de 1996; 16 de 
noviembre de 1998; 20 de febrero, 13 de marzo y 29 de marzo de 1999 
y 19 de junio de 2007, entre otras).” 

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña afirmaba en sentencia 
de 20 de noviembre de 2006(JUR2007\139961): 

“dicha responsabilidad solo surge cuando el obstáculo en la calle 
supera  lo  que  es  el  normal  límite  de  atención  exigible  en  el 
deambular, por no ser exigible como fundamento de una reclamación de 
responsabilidad patrimonial una total uniformidad en la vía pública, 
sino que el estado de la vía (hablando en un sentido comprensivo de 
acera y calzada) sea lo suficientemente uniforme como para resultar 
fácilmente superable con un nivel de atención exigible socialmente 
pues de otra forma se estaría haciendo un llamamiento a la falta de 
responsabilidad  individual  pese  a  constituir  esa  responsabilidad 
individual uno de los fundamentos de la vida social, debiendo por 
tanto  entrar  en  el  estudio  a  la  vista  de  las  concretas 
circunstancias del caso de si el accidente fue efectivamente debido 
a las circunstancias de la vía o por el contrario resulta imputable 
a una falta de atención o cuidado exigible a la reclamante”. 

Tal y como establece la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de marzo 
de 1998 “basta con que el riesgo inherente a su utilización haya 
rebasado  los  límites  impuestos  por  los  estándares  de  seguridad 
exigibles conforme a la conciencia social.” 

Y más clara, la sentencia núm. 52/14 del Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo núm. 3 de Granada: 

“Con  carácter  general  una  caída  derivada  de  un  tropiezo  en  un 
obstáculo de dimensiones insignificantes o visibles entraña un daño 
no antijurídico, que debe soportar el administrado desde el mismo 
momento en que participa del servicio público de aceras o calzadas. 
Y ello porque no se puede pretender que la totalidad de las aceras o 
calzadas de un caso urbano cualquiera se encuentren absolutamente 
perfectas en su estado de conservación y rasante, hasta extremos 
insoportables.” 

“Sin dudar de la caída y del daño sufrido por la actora, todo lo 
indicado  supone  la  ruptura  del  nexo  causal  entre  el  daño  y  el 
funcionamiento de la Administración al no resultar justificada la 
antijuricidad de aquel, y ello conlleva a la desestimación de la 
demanda” 



Siguiendo la misma línea, y en un expediente tramitado por esta 
misma administración y por desperfectos en un paso de peatones, de 
similares características a los que alega el reclamante actual, se 
recibió  dictamen  del  Consejo  Consultivo  de  Andalucía  número 
670/2017, en el que se indica:

“El Consejo Consultivo viene subrayando que aunque se pruebe que el 
suceso lesivo ocurre en una vía pública y se constate que la misma 
presenta  desperfectos  o  irregularidades,  ello  no  conduce 
necesariamente al reconocimiento de la responsabilidad patrimonial, 
ya que la Administración no está llamada a responder de todo suceso 
lesivo que se produzca en bienes o instalaciones de titularidad 
pública. No es posible convertir a la Administración Pública en 
aseguradora  universal  de  todos  los  riesgos  ratione  lici,  dando 
cabida a sucesos lesivos obrando con la debida diligencia.” 

“Este  Consejo  consultivo  ha  puesto  de  manifiesto  en  supuestos 
similares que, “según la conciencia social (reflejo del más puro 
sentido común), no puede resultar exigible que el pavimento carezca 
de fisuras menores o esté en perfecto estado en todo el término 
municipal,  como  tampoco  puede  ignorarse  que  el  ciudadano  debe 
observar un deber mínimo de cuidado, es decir, una diligencia que le 
permita desenvolverse con normalidad en una vía pública, evitando 
los riesgos socialmente tolerables y acomodando su conducta a la 
situación de tales espacios”. Los ciudadanos han de emplear una 
cierta diligencia cuando se desenvuelvan por espacios públicos (por 
cualquier espacio en realidad), de modo que puedan sortear tanto las 
deficiencias o irregularidades menores que puedan existir como la 
disposición  propia  de  los  elementos  públicos  en  la  organización 
espacial que de ellos haya realizado. 

En  conclusión,  atendiendo  a  la  doctrina  invocada  y  a  las 
particulares circunstancias que concurren en el caso examinado, este 
órgano considera que no queda acreditada la relación de causalidad 
entre el daño invocado y el funcionamiento del servicio público, por 
lo que no procede estimar la reclamación interpuesta.” 

SEXTO:  La Ley 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de 
Andalucía, en su Artículo 17.14 determina que el Consejo Consultivo 
de  Andalucía  será  consultado  preceptivamente  en  los  asuntos 
siguientes: 

“Tratándose  de  solicitudes  de  dictamen  que  versen  sobre 
reclamaciones  en  materia  de  responsabilidad  patrimonial  frente  a 
Administraciones Públicas no pertenecientes a la Administración de 
la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía,  el  Consejo  Consultivo  será 
competente para dictaminar cuando la cuantía de la reclamación sea 
superior a 15.000 euros.” 

Por todo ello, y no existiendo en este caso una “relación directa, 
inmediata  y  exclusiva  de  causa  a  efecto,  sin  intervención  de 
elementos extraños que pudieran influir y cambiar el nexo causal” 
(Sentencia  19  de  enero  de  1987  (RJ  1987,  426)),  y  que  con  los 
elementos de juicio que resultan del mismo no puede considerarse 
acreditada la relación de causalidad entre el “funcionamiento del 
servicio” y el daño por el que se reclama, en el sentido exigido por 
el instituto de la responsabilidad patrimonial (Consejo Consultivo 
de Andalucía, Dictamen 0328/2016), se PROPONE: 



PRIMERO. Desestimar la petición de responsabilidad patrimonial de 
Doña XXXX como consecuencia de los daños sufridos por caída con 
bordillo junto a quiosco de helados, no habiendo sido confirmada la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público 
y la lesión producida y no existiendo nexo causal, exigiendo la 
responsabilidad  patrimonial  que  exista  una  relación  de  causa  a 
efecto  entre  la  actividad  administrativa  y  el  resultado  dañoso, 
siendo  este  nexo  causal  elemento  fundamental  y  requisito 
indispensable  para  poder  declarar  procedente  la  responsabilidad 
(Sentencia 1 de junio de 1999 (RJ 1999, 1781)). 

SEGUNDO: Remitir el informe-propuesta de resolución, junto con todo 
el expediente, al Consejo Consultivo de Andalucía, a los efectos de 
solicitar dictamen preceptivo en relación con la idoneidad o no de 
la presente, conforme a lo previsto en la Ley 4/2005, de 8 de abril, 
del Consejo Consultivo de Andalucía.”
 
TERCERO: Suspender  el  plazo  máximo  legal  para  resolver  el 
procedimiento por el tiempo que medie entre la petición del dictamen 
al Consejo Consultivo, que se comunicará a los interesados, y la 
recepción de dicho dictamen, que igualmente les será comunicada. 

CUARTO: Notificar el presente acuerdo a la interesada.

Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta de la 
Oficial Mayor, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los 
asistentes, acuerda:

PRIMERO. Desestimar la petición de responsabilidad patrimonial de 
XXXX como consecuencia de los daños sufridos por caída con bordillo 
junto a quiosco de helados, no habiendo sido confirmada la relación 
de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la 
lesión  producida  y  no  existiendo  nexo  causal,  exigiendo  la 
responsabilidad  patrimonial  que  exista  una  relación  de  causa  a 
efecto  entre  la  actividad  administrativa  y  el  resultado  dañoso, 
siendo  este  nexo  causal  elemento  fundamental  y  requisito 
indispensable  para  poder  declarar  procedente  la  responsabilidad 
(Sentencia 1 de junio de 1999 (RJ 1999, 1781)). 

SEGUNDO: Remitir el informe-propuesta de resolución, junto con todo 
el expediente, al Consejo Consultivo de Andalucía, a los efectos de 
solicitar dictamen preceptivo en relación con la idoneidad o no de 
la presente, conforme a lo previsto en la Ley 4/2005, de 8 de abril, 
del Consejo Consultivo de Andalucía.”
 
TERCERO: Suspender  el  plazo  máximo  legal  para  resolver  el 
procedimiento por el tiempo que medie entre la petición del dictamen 
al Consejo Consultivo, que se comunicará a los interesados, y la 
recepción de dicho dictamen, que igualmente les será comunicada. 

CUARTO: Notificar el presente acuerdo a la interesada.

5º.- Expediente 7322/2021; Responsabilidad Patrimonial a instancia 
de N.M.N. 

Se  da  cuenta  de  la  propuesta  de  acuerdo  de  la  Oficial  Mayor, 
siguiente:



INFORME-PROPUESTA  DE  RESOLUCIÓN  QUE  EMITE  LA  INSTRUCTORA  DEL 
EXPEDIENTE,  EN  REFERENCIA  A  LA  RECLAMACIÓN  DE  RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL PRESENTADA 

ANTECEDENTES

Primero:  Mediante  registro  general  de  entrada  2021-E-RC-5105  de 
fecha  22/06/2021,  por  XXXX  se  presentó  reclamación  de 
responsabilidad patrimonial, indicando: 

“… me compré una camiseta hace 2 semanas en la tienda Adidas 
del C.C. Nevada. Me costó 49 € y me choqué con un pivote 
recién pintado que estaba sin señalizar y me la manchó entera 
por el lateral.” 

A la solicitud se acompaña las siguientes fotografías:

Segundo: Con  fecha  de  notificación  12/11/2021  se  le  comunicó 
Resolución de Alcaldía con número de Decreto 2022-4122 admitiendo a 
trámite la reclamación presentada por la interesada. 

Tercero: Con  fechas  de  notificación  11/11/2021,  22/08/2023, 
18/09/2023  y  29/09/2023  se  le  comunicaron  los  efectos  de  lo 
establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas y se le dio traslado de los extremos del artículo 68 de la 
Ley 39/2015, con el fin de que subsanara su solicitud aportando:

–  La  evaluación  económica  de  la  responsabilidad  patrimonial, 
acompañada  de  informe  correspondiente,  y/o  aportando  facturas 
originales, o si no fuera posible indicar el modelo, marca y precio 
de prenda similar o igual que esté actualmente a la venta junto a 
año de compra. 

–  Cuantas  alegaciones,  documentos  e  informaciones  se  estimen 
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de 
que pretenda valerse el reclamante.

- Fotocopia de documento de identidad. Indicándole igualmente, que 
de conformidad con el artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, se le requiere para que en el plazo de diez días subsane 



dicha deficiencia, advirtiéndole que si así no lo hiciera, se le 
tendrá por desistido de su petición, previa resolución.

Tercero: Por la Responsable de la Oficina de Atención al Ciudadano, 
con fecha 29/08/2024 se ha informado de la no presentación de la 
subsanación por parte de la interesada.

INFORME

PRIMERO. De conformidad con el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones Públicas, si la solicitud de iniciación no reúne 
los requisitos que señala el artículo 66 de la presente ley, y, en 
su caso, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la 
legislación específica aplicable, se requerirá al interesado/a para 
que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los 
documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, 
se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que 
deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de 
dicha norma. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o 
de  concurrencia  competitiva,  este  plazo  podrá  ser  ampliado 
prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a 
iniciativa  del  órgano,  cuando  la  aportación  de  los  documentos 
requeridos presente dificultades especiales. 

SEGUNDO. Con fechas 11/11/2021, 22/08/2023, 18/09/2023 y 29/09/2023, 
recibió la interesada requerimiento de subsanación de la solicitud, 
en la que se le pedía que acreditara la evaluación económica de la 
responsabilidad patrimonial, acompañada de informe correspondiente, 
y/o  aportando  facturas  originales,  constando  en  el  expediente 
informe de la Responsable de la Oficina de Atención al Ciudadano 
indicando  que  no  existe  aportación  de  documentación  por  la 
interesada.  Para  que  nazca  la  exigencia  de  responsabilidad 
patrimonial a la Administración, es imprescindible que exista nexo 
causal entre el funcionamiento normal o anormal del servicio público 
y el resultado lesivo o dañoso producido (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 18 de julio de 2012). Tal y como estableció la Sentencia 
de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 743), y ha venido reiterando la 
jurisprudencia  posterior,  así  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo, 
Sala 3ª de lo Contencioso-Administrativo de 24 de enero de 2007:

“Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 
Administración son precisos los siguientes requisitos: 

1.  La  efectiva  realidad  del  daño  o  perjuicio,  evaluable 
económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo 
de personas. 

2. Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente 
la calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata  y  exclusiva  de  causa  a  efecto,  sin  intervención  de 
elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal. 

3. Ausencia de fuerza mayor.
4. Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 

daño cabalmente causado por su propia conducta.”

Siendo a la parte actora a quien corresponde, en principio, la carga 
de  la  prueba  de  las  cuestiones  de  hecho  determinantes  de  la 
existencia de la antijuricidad, así como del substrato fáctico de la 



relación  de  causalidad  que  permita  la  imputación  de  la 
responsabilidad patrimonial de la Administración.

En ningún caso se ha desarrollado por la parte interesada actividad 
probatoria para acreditar el nexo causal, ni se ha indicado con 
precisión  el  daño  producido  y  su  valoración  económica,  siendo 
imprescindible la indicación de tales extremos para continuar con el 
expediente. 

Como ha establecido la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala tercera, 
de lo Contencioso-Administrativo, sección 6ª) de 18 de mayo de 2007, 
REC.  5598/2003,  para  que  pueda  apreciarse  responsabilidad 
patrimonial  resulta  elemento  imprescindible  que  quede  plenamente 
acreditado que se ha producido como consecuencia de la acción u 
omisión imputable a la Administración. 

TERCERO. Conforme a lo previsto en el artículo 21 del mismo texto, 
la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a 
notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma 
de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, 
caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así 
como de desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la 
resolución  consistirá  en  la  declaración  de  la  circunstancia  que 
concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las 
normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el 
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por 
pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio 
de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable 
o comunicación a la Administración. 

CUARTO. Acordada  la  terminación  del  procedimiento  la  misma  será 
notificada al interesado/a dentro del plazo de diez días a partir de 
la  fecha  en  que  el  acto  haya  sido  dictado,  de  acuerdo  con  lo 
establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas.

PROPUESTA

PRIMERO.- Tener a XXXX por desistida en su solicitud, por no haber 
cumplimentado  satisfactoriamente  el  requerimiento  municipal  de 
subsanación de deficiencias en el plazo de diez días contados desde 
la  recepción  del  escrito  de  requerimiento,  en  relación  con  el 
expediente núm. 7322/2021, relativo a reclamación de responsabilidad 
patrimonial. 

SEGUNDO.- Declarar  terminado  el  presente  procedimiento 
administrativo  por  desistimiento  del  interesado,  y  proceder  al 
archivo del expediente. 

TERCERO.- Notificar la resolución a la interesada dentro del plazo 
de diez días a partir de la fecha en que el acto sea dictado de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones  Públicas,  con  indicación  de  los  recursos  que 
procedan y el órgano ante el que interponerlos.



Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta de la 
Oficial Mayor, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los 
asistentes, acuerda:

PRIMERO.- Tener a XXXX por desistida en su solicitud, por no haber 
cumplimentado  satisfactoriamente  el  requerimiento  municipal  de 
subsanación de deficiencias en el plazo de diez días contados desde 
la  recepción  del  escrito  de  requerimiento,  en  relación  con  el 
expediente núm. 7322/2021, relativo a reclamación de responsabilidad 
patrimonial. 

SEGUNDO.- Declarar  terminado  el  presente  procedimiento 
administrativo  por  desistimiento  del  interesado,  y  proceder  al 
archivo del expediente. 

TERCERO.- Notificar la resolución a la interesada dentro del plazo 
de diez días a partir de la fecha en que el acto sea dictado de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones  Públicas,  con  indicación  de  los  recursos  que 
procedan y el órgano ante el que interponerlos.

6º.- Expediente 5587/2021; Responsabilidad patrimonial a instancia 
de F.R.M.

Se  da  cuenta  del  informe-propuesta  de  resolución  de  la  Oficial 
Mayor, siguiente:

INFORME-PROPUESTA  DE  RESOLUCIÓN  QUE  EMITE  LA  INSTRUCTORA  DEL 
EXPEDIENTE, DOÑA SUSANA MUÑOZ AGUILAR EN REFERENCIA A LA RECLAMACIÓN 
DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL PRESENTADA 

De  conformidad  con  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
y  la  Ley  40/2015  de  1  de  octubre  de  Régimen  Jurídico  de  las 
Administraciones  Públicas,  en  relación  con  el  expediente  n.º 
5587/2021 que se está tramitando en el Ayuntamiento y sobre la base 
de los siguientes,

ANTECEDENTES

PRIMERO: Mediante  instancias  con  número  de  registro  general  de 
entrada 2021-E-RE-3785 de fecha 11/05/2021, XXXX en representación 
de XXXX presentó reclamación patrimonial frente al Ayuntamiento por 
los siguientes hechos:

“Que en fecha 22/04/2021 la grúa municipal efectuó la retirada del 
vehículo  propiedad  de  esta  Empresa  matrícula  XXXX  al  depósito 
municipal, Expediente 105/2021 del 22/04/2021. Que al efectuar la 
recogida del vehículo del depósito, nos percatamos de un daño en la 
carrocería que no tenía anteriormente, y que claramente corresponde 
a las maniobras de recogida por grúa, concretamente es la rotura del 
plástico concha pasa rueda delantera izquierda.

Que sea abonado el importe del daño ocasionado, detallado en la 
factura de reparación que adjuntamos, por un importe, IVA incluido, 
de 131,24 euros, pagadero en la cuenta bancaria de Caixabank de la 
cual adjuntamos certificado de titularidad.”



A la solicitud se adjunta presupuesto de reparación y certificado de 
titularidad de cuenta bancaria.

SEGUNDO: Con  fecha  de  notificación  07/06/2022  se  le  comunicó 
Resolución de Alcaldía con número de Decreto 2022-1838 admitiendo a 
trámite la reclamación presentada por la interesada.

TERCERO: Con fecha de notificación 07/06/2022 se le comunicaron los 
efectos de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones Públicas.

“Mediante  el  presente  y  en  relación  a  la  solicitud  de  informe 
efectuada  por  la  instructora  del  expediente  de  reclamación 
patrimonial, cuyos datos arriba se indican. Todo ello por los daños 
causados en el vehículo del interesado, según reclamación efectuada 
(rotura del plástico concha pasa rueda delantera izquierda).

RESULTA: 
Que éste departamento desconoce los hechos objeto de la reclamación 
de  referencia,  habiendo  tenido  conocimiento  a  través  de  este 
requerimiento. 

Consultadas  las  bases  de  datos  de  la  Policía  Local,  consta  la 
retirada del vehículo matrícula 3974-BPG, el pasado 22-04-2021 con 
número de expediente 105/2021. La retirada se motiva por estacionar 
en zona peatonal, delante de acceso a vivienda. No constan daños e 
incidencias en el parte de retirada, efectuado por los agentes que 
intervienen 8263 y 14678, (se aportan fotografías al expediente, 
tomadas por estos). 

Que la empresa concesionaria de grúa, a requerimiento del que 
suscribe,  realiza  el  oportuno  informe,  el  cual  también  se 
adjunta al presente. En el mismo niega la autoría de los daños 
reclamados, aportando fotografías, en los que se observa que 
la  retirada  se  hizo  enganchando  el  vehículo  por  la  parte 
trasera.

INFORME: 
Que  como  se  ha  manifestado  anteriormente,  los  Agentes  no  hacen 
constar daño o incidencia en la retirada del vehículo. 

Que  el  concesionario  niega,  haber  causado  tampoco  daños  en  la 
retirada,  documentando  mediante  fotografías  la  acción  de  la 
retirada, en la que se puede observar, que el vehículo se retira 
enganchado por la parte trasera de este. Por lo que, difícilmente, 
puede haber dañado el plástico concha pasa de la rueda delantera 
izquierda. 

Que no consta, que el reclamante antes de la retirada del vehículo 
del depósito, realizara reclamación alguna, cuando los Agentes de 
servicio o bien el concesionario de grúa, realizan la entrega del 
mismo, sin poner de manifiesto el daño reclamado.

Que en caso de realizar daños en la retirada, la concesionaria de 
grúa,  dispone  ,  como  le  obliga  el  contrato,  de  un  seguro  de 
responsabilidad civil, que cubra los daños causados por la misma, en 
la actividad que desarrolla. 



Es lo que se da traslado a los efectos que legalmente procedan.”

Adjunta al mismo fotografías del vehículo estacionado antes de la 
retirada del mismo:

Adjunta  asimismo  informe  emitido  por  la  empresa  concesionaria 
encargada del servicio de grúa:





QUINTO: Con  fecha  23/08/2023  se  puso  en  conocimiento  de  la 
interesada la finalización de la fase de instrucción, dando paso al 
trámite de audiencia, concediéndole un plazo de diez días, quedando 
de  manifiesto  el  expediente  para  obtener  copias,  formular 
alegaciones y presentar los documentos y justificaciones que estime 
procedentes.

SEXTO: Por la Responsable de la Oficina de Atención al Ciudadano, 
con  fecha  29/08/2024  se  ha  informado  de  la  no  presentación  de 
alegaciones por parte de la interesada.

SÉPTIMO: Se han realizado todos los actos de instrucción que son 
necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los 
datos,  en  virtud  de  los  cuales  se  va  a  proceder  a  realizar  la 
propuesta de resolución.

INFORME

PRIMERO:  Tal  y  como  dispone  la  Ley  39/2015,  de  Procedimiento 
Administrativo Común en su artículo 67.1 “El derecho a reclamar 
prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la 
indemnización  o  se  manifieste  su  efecto  lesivo”,  por  lo  que  la 
solicitud está tramitada dentro del plazo establecido.



SEGUNDO: Para que nazca la exigencia de responsabilidad patrimonial 
a la Administración, es imprescindible que exista nexo causal entre 
el  funcionamiento  normal  o  anormal  del  servicio  público  y  el 
resultado lesivo o dañoso producido (Sentencia del Tribunal Supremo 
de 18 de julio de 2012).

Tal y como estableció la Sentencia de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 
743), y ha venido reiterando la jurisprudencia posterior, así la 
Sentencia  del  Tribunal  Supremo,  Sala  3ª  de  lo  Contencioso-
Administrativo de 24 de enero de 2007:

“Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 
Administración son precisos los siguientes requisitos:

a)  La  efectiva  realidad  del  daño  o  perjuicio,  evaluable 
económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo 
de personas.
b)  El  daño  o  lesión  patrimonial  sufrida  por  el  reclamante  sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal-es indiferente la 
calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata  y  exclusiva  de  causa  a  efecto,  sin  intervención  de 
elementos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal.
c) Ausencia de fuerza mayor.
d) Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño 
cabalmente causado por su propia conducta.”
En este supuesto debemos detenernos en el segundo requisito, que el 
daño sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, 
sin  intervención  de  elementos  extraños.  Dentro  de  este  apartado 
debemos hacer referencia a las lesiones que sufre la interesada y al 
funcionamiento del servicio público.

TERCERO: En relación al segundo requisito, la efectiva realidad del 
daño, evaluable económicamente e individualizado, por el interesado 
se aporta presupuesto que incluye:

1 plástico concha pasaruedas delantero izquierda…………66,46 euros
Mano de obra…………………………………………………………………………………………………………42,00 euros
IVA 21% ……………………………………………………………………………………………………………………22,78 euros
Total: ……………………………………………………………………………………………………………………131,24 euros

CUARTO: Con  respecto  al  requisito  de  que  el  daño  o  lesión 
patrimonial  sufrida  por  el  reclamante  sea  consecuencia  del 
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos en una 
relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin 
intervención de elementos extraños que pudieran influir, alterando, 
el nexo causal, debemos traer a colación los dos informes obrantes 
en  el  expediente,  el  del  jefe  de  la  Sección  Administrativa  de 
Tráfico y el de la empresa que presta el servicio de grúa.

El informe del responsable de la sección administrativa de tráfico 
recoge que los agentes de la policía local no hacen constar daño o 
incidencia en la retirada del vehículo, que el vehículo se retira 
desde la parte trasera, como consta igualmente en las fotografías de 
retirada del vehículo que la empresa de grúa realiza. Además el 
informe recoge igualmente, que el interesado al ir a retirar el 
vehículo del depósito, no hizo reclamación alguna ni indicó que le 
vehículo hubiera sufrido daño alguno.

Es interesante señalar que la retirada del vehículo mediante grúa se 
realizó  el  día  22  de  abril,  no  realizándose  la  reclamación  al 
Ayuntamiento hasta el día 11 de mayo.



Nos consta aportado al expediente ningún medio de prueba del daño, 
ni  fotografía,  únicamente  un  presupuesto  al  que  tampoco  se  une 
fotografía del daño.

Debe  recordarse  aquí  que  la  carga  de  la  prueba  de  los 
presupuestos  que  hacen  nacer  la  responsabilidad 
indemnizatoria,  recae  en  quien  la  reclama,  tal  y  como 
establecieron las Sentencias del TS de 19 de junio de 2007 y 
de  9  de  diciembre  de  2008,  entre  otras,  y  conforme  el 
principio de carga de la prueba establecido en el art. 217 de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, por lo 
que es de obligado cumplimiento que en el expediente conste la 
actividad  probatoria  necesaria  para  cuantificar  el  daño 
padecido, siendo el reclamante el que ha de aportar los medios 
de prueba de los que quiera hacerse valer.

En este sentido, el principio general, inferido del artículo 
217 de la LEC, que atribuye la carga de la prueba a aquél que 
sostiene el hecho ("semper necesitas probandi incumbit illi 
qui agit") así como los principios consecuentes recogidos en 
los brocardos que atribuyen la carga de la prueba a la parte 
que afirma, no a la que niega ("ei incumbit probatio qui dicit 
non qui negat") y que excluye de la necesidad de probar los 
hechos notorios ("notoria non egent probatione") y los hechos 
negativos ("negativa no sunt probanda"). Por ello, se ha de 
partir del criterio de que cada parte soporta la carga de 
probar  los  datos  que,  no  siendo  notorios  ni  negativos  y 
teniéndose  por  controvertidos,  constituyen  el  supuesto  de 
hecho de la norma cuyas consecuencias jurídicas invoca a su 
favor (por todas, sentencias de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del TS de 27 de noviembre de 1985, 9 de junio 
de 1986, 22 de septiembre de 1986, 29 de enero y 19 de febrero 
de 1990, 13 de enero, 23 de mayo y 19 de setiembre de 1997, 21 
de setiembre de 1998). Y ello sin perjuicio de que la regla 
pueda  intensificarse  o  alterarse,  según  los  casos,  en 
aplicación  del  principio  de  la  buena  fe  en  su  vertiente 
procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay 
datos de hecho que resultan de clara facilidad probatoria para 
una de las partes y de difícil acreditación para la otra (SSTS 
(sala 3ª) de 29 de enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 
1990, y 2 de noviembre de 1992, entre otras). En consecuencia, 
es a la parte demandante a quien corresponde, en principio, la 
carga de la prueba sobre las cuestiones de hecho determinantes 
de la existencia, de la antijuridicidad, del alcance y de la 
valoración  económica  de  la  lesión,  así  como  del  sustrato 
fáctico de la relación de causalidad que permita la imputación 
de  la  responsabilidad  a  la  Administración.  A  ésta  le 
incumbirá, por el contrario, la acreditación de los hechos por 
ella alegados que nieguen o desvirtúen las alegaciones del 
actor.

Y la Sentencia del TSJ Andalucía (Sevilla) (Contencioso), sec. 4ª, 
de 04-04-2018, nº 341/2018, rec. 526/2016:



“El art. 217.2 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, dispone 
con claridad que corresponde al actor la carga de probar la certeza 
de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las 
normas  jurídicas  a  ellos  aplicables,  el  efecto  jurídico 
correspondiente a las pretensiones de la demanda.  Es por tanto al 
que  reclama,  en  los  supuestos  de  responsabilidad  patrimonial,  a 
quien  corresponde  acreditar  los  hechos  y  circunstancias 
determinantes  y  necesarios  para  la  afirmación  de  dicha 
responsabilidad, entre otros, los correspondientes a la prueba de la 
relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público 
y el efectivo daño producido. Lo que sucede es que, en virtud de lo 
que señala el apartado 6º del art. 217 LEC , es en la aplicación 
concreta de esta regla sobre carga de la prueba donde el juzgador 
deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que 
corresponda a cada una de las partes en litigio. Una cosa es, por 
tanto,  la  carga  de  la  prueba  (que  en  el  presente  supuesto 
corresponde al reclamante) y otra las reglas de valoración de los 
elementos probatorios para afirmar si se ha cumplido con la citada 
carga y que se mueven en la órbita de la facilidad y disponibilidad 
probatoria”.

En  el  presente  caso,  la  parte  interesada  no  la  relación  de 
causalidad y no acredita el daño existente en el vehículo.

CUARTO:  Con respecto a la imputabilidad de la Administración, el 
Tribunal Supremo en sentencia de 5 de junio de 1998 vino a señalar 
que la prestación de un servicio público por la Administración y la 
titularidad por parte de ésta de la infraestructura material no 
implica  que  el  vigente  sistema  de  responsabilidad  patrimonial 
objetiva  de  las  Administraciones  Públicas  convierta  a  éstas  en 
aseguradoras  universales  de  todos  los  riesgos,  con  el  fin  de 
prevenir  cualquier  eventualidad  desfavorable  o  dañosa  para  los 
administrados que pueda producirse con independencia del actuar del 
administrado, porque de lo contrario, aquel se transformaría en un 
sistema  providencialista  no  contemplado  en  nuestro  ordenamiento 
jurídico. No ha quedado acreditado igualmente en el expediente, que 
el bordillo se encuentre con desperfecto ya que el Ingeniero de 
Obras  Públicas  municipal,  ha  inspeccionado  el  mismo  por  dos 
ocasiones y ha indicado que cumple la normativa aplicable al caso.

En un caso similar, de daños en vehículo por retirada de grúa, el 
Consejo  Consultivo  de  Canarias  en  su  dictamen  núm.  435/2023  ha 
establecido en su fundamento V:

“1. En cuanto al fondo del asunto, la Propuesta de Resolución viene 
a  desestimar  la  reclamación  de  responsabilidad  patrimonial  del 
interesado, por los daños sufridos por el vehículo (...), matrícula 
(...), al ser trasladado por la grúa municipal al depósito, fundada 
en la falta de prueba del nexo causal entre el daño y el anormal 
funcionamiento del servicio público. 

2. De acuerdo con la reiterada doctrina jurisprudencial, «debemos 
recordar  que  si  bien  el  art.  106.2  de  la  Constitución  Española 
establece que “los particulares, en los términos establecidos por la 
ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran 
en sus bienes y derechos salvo en los casos de fuerza mayor, siempre 
que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios 
públicos”.

el mismo modo el art. 32 y ss de la LRJSP, ha sido configurada en 
nuestro  sistema  legal  y  jurisprudencialmente,  como  de  naturaleza 



objetiva, de modo que cualquier consecuencia dañosa derivada del 
funcionamiento  de  los  servicios  públicos,  debe  ser  en  principio 
indemnizada, porque como dice en múltiples resoluciones el Tribunal 
Supremo “de otro modo se produciría un sacrificio individual en 
favor de una actividad de interés público que debe ser soportada por 
la comunidad”». 

No obstante, también ha declarado de forma reiterada el Tribunal 
Supremo (por todas, Sentencia de 5 de junio de 1998) que no es 
acorde  con  el  referido  principio  de  responsabilidad  patrimonial 
objetiva su generalización más allá del principio de causalidad, aun 
de forma mediata, indirecta o concurrente, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre 
la actuación de la Administración y el resultado lesivo o dañoso 
producido,  y  que  la  socialización  de  riesgos  que  justifica  la 
responsabilidad  objetiva  de  la  Administración  cuando  actúa  al 
servicio  de  los  intereses  generales  no  permite  extender  dicha 
responsabilidad  hasta  cubrir  cualquier  evento,  lo  que,  en  otras 
palabras, significa que la prestación por la Administración de un 
determinado servicio público y la titularidad por parte de aquélla 
de la infraestructura material para su prestación no implica que el 
vigente  sistema  de  responsabilidad  patrimonial  objetiva  de  las 
Administraciones  Públicas  convierta  a  éstas  en  aseguradoras 
universales de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier 
eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar administrativo, porque de lo 
contrario se transformaría aquél en un sistema providencialista no 
contemplado en nuestro ordenamiento jurídico. 

Con  carácter  general,  cabe  señalar  que  la  jurisprudencia ha 
precisado (entre otras STS de 26 de marzo de 2012; STS de 13 de 
marzo de 2012; STS de 8 de febrero de 2012; STS de 23 de enero de 
2012)  que  «para  apreciar  la  existencia  de  responsabilidad 
patrimonial  de  la  Administración  son  necesarios  los  siguientes 
requisitos: – La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable 
económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo 
de personas. – Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el 
reclamante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de 
los  servicios  públicos,  en  una  relación  directa  inmediata  y 
exclusiva de causa efecto, sin intervención de elementos extraños 
que pudieran influir alterando el nexo causal. – Ausencia de fuerza 
mayor. – Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 
daño».

Este  Consejo  Consultivo  ha  manifestado  de  forma  reiterada  y 
constante acerca de la distribución de la carga de la prueba, que es 
a quien reclama a quien le corresponde demostrar la veracidad de sus 
alegaciones  (art.  217  de  la  Ley  1/2000,  de  7  de  enero,  de 
Enjuiciamiento Civil), señalándose al respecto por este Organismo 
que quien afirma la existencia de unos hechos en los que se basa su 
posición  jurídica  en  un  asunto  controvertido  debe  probar 
fehacientemente su existencia. No basta, por tanto, con alegar la 
existencia y características de un hecho; es necesario acreditarlo, 
es decir, que corresponde a quien demanda la carga de probar la 
certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según 
las  normas  jurídicas  a  ellos  aplicables,  el  efecto  jurídico 
correspondiente a las pretensiones de la demanda, y corresponde a 
quien es demandado la carga de probar los hechos que, conforme a las 
normas  que  les  sean  aplicables,  impidan,  extingan  o  enerven  la 
eficacia jurídica pretendida por quien demanda (Dictámenes 40/2017, 
de 8 de febrero, 80/2017, de 15 de marzo, 210/2017, de 4 de julio, 



11/2018, de 11 de enero y 100/2018, de 15 de marzo, entre otros 
muchos).
Aplicada la doctrina expuesta al presente supuesto, resulta que, 
como correctamente señala la Propuesta de Resolución no ha resultado 
acreditado el daño que alega el reclamante ha sufrido su vehículo en 
la maniobra de carga, traslado y descarga llevada a cabo por la 
empresa (...). tras ser requerido por Agente de la Policía local de 
Arona quien levantó atestado por infracciones relativas a la falta 
de documentación del vehículo (en concreto no estar al día en las 
tasas de matrícula en Reino Unido y por ello, carecer de permiso de 
circulación), cuya procedencia no es discutida por el reclamante.

Como se ha señalado, consta Atestado al que se adjuntan fotografías 
del vehículo en las que no se observa daño alguno, así como parte 
realizado por el operario de la grúa que actuó en el traslado del 
vehículo, y escrito de la empresa de grúas, en los que niegan que 
existiera actuar indebido en la manipulación del vehículo. Además, 
destacan la actitud extraña del reclamante, que procedió a grabar el 
actuar del agente y del operario el día de los hechos, sin que dicha 
grabación, por otro lado, figure en las actuaciones, pudiendo haber 
sido aclaratorias de los hechos que relata el interesado.
Por  el  contrario,  el  interesado  no  ha  presentado  prueba  alguna 
concluyente de que los supuestos daños que presentaba su vehículo se 
hubieran causado el día 20 de diciembre de 2020 y que se debieran a 
un actuar indebido en la carga, traslado y descarga del vehículo, 
sin  que  tan  siquiera  se  aportara  la  pericial  anunciada  que 
determinara que tales daños alegados pudieran ser causados por una 
maniobra como la realizada, por lo que no cabe más que concluir en 
el mismo sentido que la Propuesta de Resolución y entender como 
correctamente desestimada la reclamación presentada.

CONCLUSIÓN  La Propuesta de Resolución por la que se desestima la 
reclamación de responsabilidad patrimonial formulada por (...) es 
conforme a Derecho.”

En el mismo sentido, el dictamen 445/2023 del Consejo Consultivo de 
Castilla y León:

“5ª.- En cuanto al fondo del asunto, comprobada la realidad del daño 
patrimonial sufrido, es preciso determinar si el mismo ha sido o no 
consecuencia  del  funcionamiento  normal  o  anormal  del  servicio 
público,  presupuesto  indispensable  para  el  nacimiento  de  la 
responsabilidad patrimonial de la Administración. 

El reclamante alega que los daños se produjeron al ser retirado el 
vehículo por la grúa municipal del lugar en el que se encontraba 
estacionado. 

Aun cuando consta en el expediente que el vehículo fue efectivamente 
desplazado por la grúa, no ha quedado acreditado, sin embargo, que 
los daños se produjeran por las causas que se alegan, ya que no 
existe prueba alguna que acredite la veracidad de esas afirmaciones. 
Además, en el parte de intervención de la Policía Local no consta 
ninguna incidencia durante la retirada del vehículo. Por último, los 
documentos  aportados  por  el  reclamante  no  desvirtúan  tales 
aseveraciones, y no permiten tener por acreditada la existencia de 
nexo causal, máxime cuando la reclamación no se plantea hasta casi 
un año después de la retirada del vehículo, ni consta la existencia 
de denuncia alguna de los hechos.
[…]



Es importante tener en cuenta, tal y como señala la aseguradora 
municipal en sus alegaciones de 25 de mayo de 2023, el hecho de que 
“en el momento de la retirada del vehículo por el Reclamante, éste 
no menciona daños en el automóvil ni indica observación alguna en el 
apartado del parte dedicado a tal fin (…)”.

[…]
Procede  dictar  resolución  desestimatoria  en  el  procedimiento  de 
responsabilidad  patrimonial  iniciado  como  consecuencia  de  la 
reclamación presentada por D. yyyy, debido a los daños ocasionados 
en su vehículo al ser retirado por la grúa municipal.
La  responsabilidad  patrimonial  de  la  Administración  requiere  la 
existencia  de  nexo  causal  entre  el  funcionamiento  del  servicio 
público y el daño causado, correspondiendo la carga de su prueba a 
los  reclamantes.  En  este  sentido  los  dictámenes  del  Consejo  de 
Estado han sido claros. (Dictámenes 929/2012, de 17 de enero de 
2013, 716/2013, de 18 de octubre, 612/2014, de 15 de enero de 2015, 
146/2015, de 29 de abril, 503/2016, de 29 de diciembre, y 27/2017, 
de 26 de febrero).
El perjudicado, según la doctrina jurisprudencial tradicional, debe 
soportar la carga de probar el daño o perjuicio y la relación de 
causalidad  entre  éstos  y  la  actuación  de  la  Administración 
(Sentencias del Tribunal Supremo, por todas, de 25 de enero de 2003 
–recurso de casación 7926/1998- fundamento jurídico octavo- y 6 de 
abril de 2004 –recurso de casación 3560/1999, fundamento jurídico 
quinto D, párrafo decimosexto-).

Como se ha indicado, a estos efectos, corresponderá a la parte 
interesada  acreditar  que  los  daños  traen  causa  directa  e 
inmediata  del  funcionamiento  normal  o  anormal  del  servicio 
público,  de  acuerdo  con  los  viejos  aforismos  necessitas 
probandi incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, 
el principio general sobre la carga de la prueba contenido en 
el  artículo  217  de  la  Ley  1/2000,  de  7  de  enero,  de 
Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente para 
el  régimen  de  la  responsabilidad  objetiva  de  la 
Administración,  dispone  el  artículo  67.2  de  la  LPAC.  La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en 
su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.

Por todo ello, y no existiendo en este caso una “relación directa, 
inmediata  y  exclusiva  de  causa  a  efecto,  sin  intervención  de 
elementos extraños que pudieran influir y cambiar el nexo causal” 
(Sentencia 19 de enero de 1987 (RJ 1987, 426)), 

se PROPONE:

PRIMERO. Desestimar la petición de responsabilidad patrimonial de 
XXXX en representación de XXXX al no quedar acreditado que los daños 
del vehículo sean consecuencia de la retirada del mismo con la grúa, 
no  habiendo  sido  confirmada  la  relación  de  causalidad  entre  el 
funcionamiento  del  servicio  público  y  la  lesión  producida  y 
existiendo nexo causal, exigiendo la responsabilidad patrimonial que 
exista  una  relación  de  causa  a  efecto  entre  la  actividad 
administrativa  y  el  resultado  dañoso,  siendo  este  nexo  causal 
elemento fundamental y requisito indispensable para poder declarar 
procedente la responsabilidad (Sentencia 1 de junio de 1999 (RJ 
1999, 1781)).



SEGUNDO. Notificar el acuerdo al interesado indicándole los recursos 
que procedan y el plazo para interponerlos.

TERCERO. Dar  traslado  a  Mapfre  España,  Compañía  de  Seguros  y 
Reaseguros, S.A., Avda. Aurora 34 – 36 Edf. Mapfre, 29006 – Málaga, 
a efectos de su conocimiento oportuno.

Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta de la 
Oficial Mayor, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los 
asistentes, acuerda:

PRIMERO. Desestimar la petición de responsabilidad patrimonial de 
XXXX en representación de XXXX al no quedar acreditado que los daños 
del vehículo sean consecuencia de la retirada del mismo con la grúa, 
no  habiendo  sido  confirmada  la  relación  de  causalidad  entre  el 
funcionamiento  del  servicio  público  y  la  lesión  producida  y 
existiendo nexo causal, exigiendo la responsabilidad patrimonial que 
exista  una  relación  de  causa  a  efecto  entre  la  actividad 
administrativa  y  el  resultado  dañoso,  siendo  este  nexo  causal 
elemento fundamental y requisito indispensable para poder declarar 
procedente la responsabilidad (Sentencia 1 de junio de 1999 (RJ 
1999, 1781)).

SEGUNDO. Notificar el acuerdo al interesado indicándole los recursos 
que procedan y el plazo para interponerlos.

TERCERO. Dar  traslado  a  Mapfre  España,  Compañía  de  Seguros  y 
Reaseguros, S.A., Avda. Aurora 34 – 36 Edf. Mapfre, 29006 – Málaga, 
a efectos de su conocimiento oportuno.

7º.- Expediente 9545/2023; Responsabilidad patrimonial a instancia 
de A.B.M.

Se da cuenta del informe-propuesta de resolución de la Oficial Mayor 
siguiente:

INFORME-PROPUESTA  DE  RESOLUCIÓN  QUE  EMITE  LA  INSTRUCTORA  DEL 
EXPEDIENTE,  EN  REFERENCIA  A  LA  RECLAMACIÓN  DE  RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL PRESENTADA

ANTECEDENTES

Primero: Mediante  registro  general  de  entrada  2021-E-RC-6153  de 
fecha  29/07/2021,  por  D.  XXXX se  presentó  reclamación  de 
responsabilidad patrimonial, indicando: 

“Que  teniendo  mi  vehículo  estacionado  en  el  Paseo  de 
Velilla, en la zona del Aquatropic, me han roto un espejo 
retrovisor de mi vehículo XXXX, el día 23/07/2021. Que el 
Ayuntamiento se haga responsable del coste del retrovisor ya 
que para eso se paga una zona azul.” 



A  la  solicitud  se  acompaña  tickets  de  estacionamiento  y  las 
siguientes fotografías:

Segundo:  Con  fecha  de  notificación  09/06/2022  se  le  comunicó 
Resolución de Alcaldía con número de Decreto 2022-1807 admitiendo a 
trámite la reclamación presentada por la interesada. 

Tercero: Con fechas 09/06/2022 y 25/08/2023 se le comunicaron los 
efectos de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones Públicas y se le dio traslado de los extremos del 
artículo  68  de  la  Ley  39/2015,  con  el  fin  de  que  subsanara  su 
solicitud aportando:

-  La  evaluación  económica  de  la  responsabilidad  patrimonial, 
acompañada  de  informe  correspondiente,  y/o  aportando  facturas 
originales. 

-  Cuantas  alegaciones,  documentos  e  informaciones  se  estimen 
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de 
que pretenda valerse el reclamante. 

- Fotocopia de documento de identidad. 
- Identificación del lugar de los hechos. A qué altura de la 

calle se encuentra.

Indicándole igualmente, que de conformidad con el artículo 68.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se le requiere para que en el plazo 
de diez días subsane dicha deficiencia, advirtiéndole que, si así no 
lo  hiciera,  se  le  tendrá  por  desistido  de  su  petición,  previa 
resolución.

Cuarto: Con fecha 26/05/2022 se solicita informe al Servicio de 
Tráfico,  el  cual  es  emitido  con  fecha  07/06/2022  y  cuyo  tenor 
literal es el siguiente: 



“Mediante  el  presente  y  en  relación  a  la  solicitud  de  informe 
efectuada  por  la  instructora  del  expediente  de  reclamación 
patrimonial, cuyos datos arriba se indican. Por los daños causados 
en el vehículo del interesado, como consecuencia de la rotura de un 
espejo retrovisor en el Paseo de Velilla, en la zona de Aquatropic. 
Todo ello el pasado 23 de Julio de 2021.

RESULTA: 
Que éste departamento desconoce los hechos objeto de la reclamación 
de  referencia,  habiendo  tenido  conocimiento  a  través  de  este 
requerimiento. Tampoco tengo conocimiento de otros incidentes por 
los mismos hechos en la zona de referencia. 

Consultadas  las  bases  de  datos  de  la  Policía  Local,  no  consta 
llamada,  ni  requerimiento  del  interesado,  por  los  extremos 
reclamados. 

Que el solicitante, aporta ticket justificante del estacionamiento 
en la zona de limitación horaria.

NORMATIVA DE APLICACIÓN.

1.- Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de Marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales. 

Tasas 1. Las entidades locales, en los términos previstos en esta 
ley,  podrán  establecer  tasas  por  la  utilización  privativa  o  el 
aprovechamiento especial del dominio público local, así como por la 
prestación de servicios públicos o la realización de actividades 
administrativas  de  competencia  local  que  se  refieran,  afecten  o 
beneficien de modo particular a los sujetos pasivos. 

En todo caso, tendrán la consideración de tasas las prestaciones 
patrimoniales que establezcan las entidades locales por: 

u) Estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en las vías de 
los municipios dentro de las zonas que a tal efecto se determinen y 
con las limitaciones que pudieran establecerse.

2.- Ordenanza fiscal reguladora del estacionamiento de vehículos de 
tracción mecánica en las vías públicas municipales. (BOP 05-06-
2018).

3.- Ley 40/2002, de 14 de noviembre, reguladora del contrato de 
aparcamiento de vehículos. Artículo 2

INFORME:

Que conforme a la normativa vigente, el solicitante con la obtención 
del ticket en las máquinas expendedoras, le autoriza, sola y exclu-
sivamente, al estacionamiento en las zonas sometidas a limitación 
horaria. 

Que las referidas zonas de estacionamiento con regulación horaria, 
no están sometidas a lo recogido en la Ley 40/2002 del contrato de 
aparcamientos de vehículos, toda vez que en el ámbito de aplicación 
de esa norma, quedan excluidos:



a) Los estacionamientos en las denominadas zonas de estaciona-
miento regulado o en la vía pública, tanto si exigen el pago 
de tasas como si éstas no se devengaren. 

Por tanto las responsabilidades recogidas en el artículo 5 del texto 
legal referido, no son de aplicación a la zonas de referencia.

Es lo que se da traslado a los efectos que legalmente procedan.”

Quinto: Por la Responsable de la Oficina de Atención al Ciudadano, 
con fecha 30/08/2024 se ha informado de la no presentación de la 
subsanación por parte del interesado pese al haber sido requerido 
dos veces.

INFORME

PRIMERO. De conformidad con el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas, si la solicitud de iniciación no reúne los re-
quisitos que señala el artículo 66 de la presente ley, y, en su ca-
so, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legisla-
ción específica aplicable, se requerirá al interesado/a para que, en 
un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le ten-
drá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser 
dictada en los términos previstos en el artículo 21 de dicha norma. 
Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurren-
cia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, has-
ta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, 
cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificul-
tades especiales.

SEGUNDO. Con fechas 09/06/2022 y 25/08/2023, recibió el interesado 
requerimiento de subsanación de la solicitud, en la que se le pedía 
que acreditara la evaluación económica de la responsabilidad patri-
monial, acompañada de informe correspondiente, y/o aportando factu-
ras originales, constando en el expediente informe de la Responsable 
de la Oficina de Atención al Ciudadano indicando que no existe apor-
tación de documentación por la interesada. 

Para que nazca la exigencia de responsabilidad patrimonial a la Ad-
ministración, es imprescindible que exista nexo causal entre el fun-
cionamiento normal o anormal del servicio público y el resultado le-
sivo o dañoso producido (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de ju-
lio de 2012).

Tal y como estableció la Sentencia de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 
743), y ha venido reiterando la jurisprudencia posterior, así la 
Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 3ª de lo Contencioso-Adminis-
trativo de 24 de enero de 2007:

“Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 
Administración son precisos los siguientes requisitos:

1. La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable econó-
micamente e individualizado en relación a una persona o grupo de 
personas. 



2. Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente 
la calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elemen-
tos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal. 

3. Ausencia de fuerza mayor. 
4. Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 

daño cabalmente causado por su propia conducta.”

Siendo a la parte actora a quien corresponde, en principio, la carga 
de  la  prueba  de  las  cuestiones  de  hecho  determinantes  de  la 
existencia de la antijuricidad, así como del substrato fáctico de la 
relación  de  causalidad  que  permita  la  imputación  de  la 
responsabilidad patrimonial de la Administración.

En ningún caso se ha desarrollado por la parte interesada actividad 
probatoria para acreditar el nexo causal, ni se ha indicado con 
precisión  el  daño  producido  y  su  valoración  económica,  siendo 
imprescindible la indicación de tales extremos para continuar con el 
expediente.

Como ha establecido la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala tercera, 
de lo Contencioso-Administrativo, sección 6ª) de 18 de mayo de 2007, 
REC.  5598/2003,  para  que  pueda  apreciarse  responsabilidad 
patrimonial  resulta  elemento  imprescindible  que  quede  plenamente 
acreditado que se ha producido como consecuencia de la acción u 
omisión imputable a la Administración.

TERCERO. Conforme a lo previsto en el artículo 21 del mismo texto, 
la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a 
notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma 
de iniciación. 

En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento  o  desistimiento  de  la  solicitud,  así  como  de 
desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución 
consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en 
cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas 
aplicables. 

Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, 
así  como  los  procedimientos  relativos  al  ejercicio  de  derechos 
sometidos  únicamente  al  deber  de  declaración  responsable  o 
comunicación a la Administración.

CUARTO. Acordada la terminación del procedimiento la misma será no-
tificada al interesado/a dentro del plazo de diez días a partir de 
la fecha en que el acto haya sido dictado, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

PROPUESTA

PRIMERO. Tener a D. XXXX por desistido en su solicitud, por no haber 
cumplimentado  satisfactoriamente  el  requerimiento  municipal  de 
subsanación de deficiencias en el plazo de diez días contados desde 
la  recepción  del  escrito  de  requerimiento,  habiéndose  sido  este 



reiterado, en relación con el expediente núm. 9545/2021, relativo a 
reclamación de responsabilidad patrimonial.

SEGUNDO. Declarar terminado el presente procedimiento administrativo 
por  desistimiento  del  interesado,  y  proceder  al  archivo  del 
expediente.

TERCERO. Notificar la resolución al interesado dentro del plazo de 
diez días a partir de la fecha en que el acto sea dictado de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones  Públicas,  con  indicación  de  los  recursos  que 
procedan y el órgano ante el que interponerlos.

Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta de la 
Oficial Mayor, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los 
asistentes, acuerda:

PRIMERO. Tener a D. XXXX por desistido en su solicitud, por no haber 
cumplimentado  satisfactoriamente  el  requerimiento  municipal  de 
subsanación de deficiencias en el plazo de diez días contados desde 
la  recepción  del  escrito  de  requerimiento,  habiéndose  sido  este 
reiterado, en relación con el expediente núm. 9545/2021, relativo a 
reclamación de responsabilidad patrimonial.

SEGUNDO. Declarar terminado el presente procedimiento administrativo 
por  desistimiento  del  interesado,  y  proceder  al  archivo  del 
expediente.

TERCERO. Notificar la resolución al interesado dentro del plazo de 
diez días a partir de la fecha en que el acto sea dictado de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones  Públicas,  con  indicación  de  los  recursos  que 
procedan y el órgano ante el que interponerlos.

8º.- Expediente 11342/2021; Responsabilidad patrimonial a instancia 
de D.M.H.

Se  da  cuenta  del  informe-propuesta  de  resolución  de  la  Oficial 
Mayor, siguiente:

INFORME-PROPUESTA  DE  RESOLUCIÓN  QUE  EMITE  LA  INSTRUCTORA  DEL 
EXPEDIENTE,  EN  REFERENCIA  A  LA  RECLAMACIÓN  DE  RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL PRESENTADA

ANTECEDENTES

Primero: Mediante registro general de entrada 2021-E-RC-8479 de fe-
cha 26/10/2021, por XXXX se presentó reclamación de responsabilidad 
patrimonial, indicando:

“Iba andando y piso en la alcantarilla que estaba en mal estado en 
Avda Andalucía (delante del Hostal Rocamar) con fecha 22/10/2021”.



A la solicitud se acompaña informe de alta de urgencias y las si-
guientes fotografías:

No aportándose ningún dato o prueba más ni indicándose la cuantía 
reclamada. 

Segundo: Con fechas de notificación 21/03/2022 y 28/11/2023 se le 
comunicaron los efectos de lo establecido en el artículo 21 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas y se le dio traslado de los extre-
mos del artículo 68 de la Ley 39/2015, con el fin de que subsanara 
su solicitud aportando:

- La evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, 
acompañada de informe correspondiente, y/o aportando facturas origi-
nales. 



- Cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen 
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de 
que pretenda valerse el reclamante.

- Fotocopia de documento de identidad. 
- Identificación del lugar de los hechos. A qué altura de la 

calle se encuentra.

Indicándole igualmente, que de conformidad con el artículo 68.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se le requiere para que en el plazo 
de diez días subsane dicha deficiencia, advirtiéndole que si así no 
lo  hiciera,  se  le  tendrá  por  desistido  de  su  petición,  previa 
resolución.

Tercero: Tras las dos peticiones para subsanación de su solicitud, 
por la responsable de la Oficina de Atención al Ciudadano, con fecha 
29/08/2024 se ha informado de la no presentación de la subsanación 
por parte de la interesada.

INFORME

PRIMERO. De conformidad con el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas, si la solicitud de iniciación no reúne los re-
quisitos que señala el artículo 66 de la presente ley, y, en su ca-
so, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legisla-
ción específica aplicable, se requerirá al interesado/a para que, en 
un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le ten-
drá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser 
dictada en los términos previstos en el artículo 21 de dicha norma. 
Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurren-
cia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, has-
ta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, 
cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificul-
tades especiales.

SEGUNDO. Con fechas 21/03/2022 y 28/11/2023, recibió la interesada 
requerimiento de subsanación de la solicitud, en la que se le pedía 
que acreditara la evaluación económica de la responsabilidad patri-
monial, acompañada de informe correspondiente, y/o aportando factu-
ras originales, constando en el expediente informe de la Responsable 
de la Oficina de Atención al Ciudadano indicando que no existe apor-
tación de documentación por la interesada.

Para que nazca la exigencia de responsabilidad patrimonial a la Ad-
ministración, es imprescindible que exista nexo causal entre el fun-
cionamiento normal o anormal del servicio público y el resultado le-
sivo o dañoso producido (Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de ju-
lio de 2012).

Tal y como estableció la Sentencia de 2 de febrero de 1980 (RJ 1980, 
743), y ha venido reiterando la jurisprudencia posterior, así la 
Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 3ª de lo Contencioso-Adminis-
trativo de 24 de enero de 2007:

“Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 
Administración son precisos los siguientes requisitos: 



1. La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable econó-
micamente e individualizado en relación a una persona o grupo de 
personas. 

2. Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante 
sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente 
la calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elemen-
tos extraños que pudieran influir, alterando, el nexo causal. 

3. Ausencia de fuerza mayor.
 4. Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 
daño cabalmente causado por su propia conducta.”

Siendo a la parte actora a quien corresponde, en principio, la carga 
de  la  prueba  de  las  cuestiones  de  hecho  determinantes  de  la 
existencia de la antijuricidad, así como del substrato fáctico de la 
relación  de  causalidad  que  permita  la  imputación  de  la 
responsabilidad patrimonial de la Administración.

En ningún caso se ha desarrollado por la parte interesada actividad 
probatoria para acreditar el nexo causal, ni se ha indicado con 
precisión  el  daño  producido  y  su  valoración  económica,  siendo 
imprescindible la indicación de tales extremos para continuar con el 
expediente,  pese  a  las  dos  peticiones  de  subsanación  de  la 
solicitud.

Como ha establecido la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala tercera, 
de lo Contencioso-Administrativo, sección 6ª) de 18 de mayo de 2007, 
REC.  5598/2003,  para  que  pueda  apreciarse  responsabilidad 
patrimonial  resulta  elemento  imprescindible  que  quede  plenamente 
acreditado que se ha producido como consecuencia de la acción u 
omisión imputable a la Administración.

TERCERO. Conforme a lo previsto en el artículo 21 del mismo texto, 
la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a 
notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma 
de iniciación. 

En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento  o  desistimiento  de  la  solicitud,  así  como  de 
desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución 
consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en 
cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas 
aplicables. 

Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, 
así  como  los  procedimientos  relativos  al  ejercicio  de  derechos 
sometidos  únicamente  al  deber  de  declaración  responsable  o 
comunicación a la Administración.

CUARTO.  Acordada  la  terminación  del  procedimiento  la  misma  será 
notificada al interesado/a dentro del plazo de diez días a partir de 
la  fecha  en  que  el  acto  haya  sido  dictado,  de  acuerdo  con  lo 
establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones 
Públicas.

PROPUESTA



PRIMERO. Tener a XXXX por desistida en su solicitud, por no haber 
cumplimentado  satisfactoriamente  el  requerimiento  municipal  de 
subsanación de deficiencias en el plazo de diez días contados desde 
la recepción del escrito de requerimiento, habiéndosele realizado 
por  dos  veces,  en  relación  con  el  expediente  núm.  11342/2021, 
relativo a reclamación de responsabilidad patrimonial.

SEGUNDO. Declarar terminado el presente procedimiento administrativo 
por  desistimiento  del  interesado,  y  proceder  al  archivo  del 
expediente.

TERCERO. Notificar la resolución a la interesada dentro del plazo de 
diez días a partir de la fecha en que el acto sea dictado de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 40 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones  Públicas,  con  indicación  de  los  recursos  que 
procedan y el órgano ante el que interponerlos.

9º.- Expediente 8055/2024;  Propuesta de inscripción de Asociación 
“Rockeros y Metaleros Sexitanos”.

Se da cuenta de la propuesta de la Concejal- Delegada de Recursos 
Humanos  y  Organización  Administrativa  y  Participación  Ciudadana, 
siguiente:

Visto el escrito presentado por D. XXXX, con NIF XXXX, con fecha 28 
de  agosto  de  2024,  en  representación  de  XXXX,  con  D.N.I.  XXXX, 
presidente  de  la  Asociación  Rockeros  y  Metaleros  Sexitanos, 
solicitando  la  inscripción  de  dicha  asociación  en  el  Registro 
Municipal  de  Asociaciones  Vecinales,  acompañándose  de  la 
documentación  requerida  por  el  artículo  236.4 del  Reglamento  de 
Organización,  Funcionamiento  y  Régimen  Jurídico  de  las  Entidades 
Locales RD2568/1986 , de 28 de noviembre.

A la JGL, se propone la adopción del siguiente,

ACUERDO

PRIMERO.- Acceder  a  lo  solicitado  inscribiendo  la  Asociación  de 
referencia en el Registro Municipal de Asociaciones Vecinales, con 
el número 240 señalándole que de conformidad con el art. 236 del 
mencionado Reglamento, las Asociaciones inscritas están obligadas a 
notificar  al  mencionado  Registro  toda  modificación  de  los  datos 
dentro del mes siguiente al que se produzcan, que el presupuesto y 
el programa anual de actividades se comunicarán en el mes de enero 
de cada año, y que el incumplimiento de estas obligaciones dará 
lugar a que el Ayuntamiento pueda dar de baja a la asociación en el 
Registro.

SEGUNDO.- Notificar a los interesados con indicación de los recursos 
que resulten procedentes.

Vista la documentación obrante en el expediente y la propuesta de la 
Concejal Delegada, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad de los 
asistentes, acuerda:



PRIMERO.- Acceder  a  lo  solicitado  inscribiendo  la  Asociación  de 
referencia en el Registro Municipal de Asociaciones Vecinales, con 
el número 240 señalándole que de conformidad con el art. 236 del 
mencionado Reglamento, las Asociaciones inscritas están obligadas a 
notificar  al  mencionado  Registro  toda  modificación  de  los  datos 
dentro del mes siguiente al que se produzcan, que el presupuesto y 
el programa anual de actividades se comunicarán en el mes de enero 
de cada año, y que el incumplimiento de estas obligaciones dará 
lugar a que el Ayuntamiento pueda dar de baja a la asociación en el 
Registro.

SEGUNDO.- Notificar a los interesados con indicación de los recursos 
que resulten procedentes.

10º.- Felicitación al Servicio Marítimo de la Guardia Civil

Se da cuenta a la Junta de Gobierno Local por parte del alcalde pre-
sidente de la siguiente propuesta:

Felicitar al Servicio Marítimo de la Guardia Civil por su trabajo y 
dedicación en la vigilancia de nuestras costas. Muy especialmente 
con la vigilancia y control de las motos acuáticas. 

Vista  la  propuesta  del  Alcalde-Presidente,  la  Junta  de  Gobierno 
Local, por unanimidad de los asistentes, declara:

La Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Almuñécar ha acordado 
por unanimidad trasladar su felicitación al Servicio Marítimo de la 
Guardia Civil por su trabajo y dedicación en la vigilancia de nues-
tras costas. Muy Especialmente con la vigilancia y control de las 
motos acuáticas.  

Así se declara y se remite al Teniente Coronel Arteaga de la Coman-
dancia de Granada.

11º.- Ruegos y preguntas

No habiendo más asuntos de que tratar, el Sr. Presidente levantó la 
sesión siendo las diez y quince minutos, lo que yo, la Secretaria, 
certifico.

         El Alcalde,                La Secretaria,


	

